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La Memoria que ahora se presenta recoge la actividad desarrollada por el Tribunal Económico- 
Administrativo de L’Hospitalet (TEALH) a lo largo del año 2024, así como algunos datos compara-
tivos del periodo 2012-2024, a contar desde su constitución en el mes de abril de 2012.

Esta Memoria, además de la información sobre el conjunto de la actividad realizada por el TEALH 
a lo largo del año 2024, pretende dar a conocer el Tribunal al conjunto de la ciudadanía. Con este 
objetivo, realizamos a continuación una breve presentación del TEALH, de sus características y 
finalidades, así como de las funciones que tiene legalmente atribuidas, que son las que, principal-
mente, dan contenido y estructura a la Memoria.

El TEALH es el primer órgano municipal creado en Cataluña para la resolución de las reclamacio-
nes económico administrativas (y, hasta la actualidad, el único en Cataluña). Se constituyó en abril 
de 2012, cuando L’Hospitalet logró una población superior a los 250.000 habitantes y por tanto le 
resultó de aplicación el régimen de organización de los municipios de gran población, de acuerdo 
con el artículo 121 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local (LBRL), 
en la redacción dada por la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas para la modernización del 
gobierno local. Hay que señalar que la constitución de un órgano especializado para la resolución 
de las reclamaciones económico-administrativas es una obligación legal exigida por el propio 
tenor del artículo 137.1 de la LBRL y por la Disposición Transitoria primera de la Ley 57/2003, de  
16 de diciembre. La creación del TEALH en el municipio de L’Hospitalet se realizó en cumplimiento 
de esta obligación legal.

Entre las características del TEALH, hay que destacar su especialización y su actuación con cri-
terios de independencia técnica y gratuidad. El TEALH es un órgano especializado en materia  
tributaria que también tiene competencia para resolver reclamaciones económico-administra-
tivas en relación a actas de recaudación de ingresos de derecho público no tributarios, de com-
petencia municipal. Otra característica esencial del TEALH es su independencia funcional, que es 
clave en la separación de las funciones de aplicación de los tributos y de revisión, y que garantiza 
la imparcialidad de sus resoluciones.

En cuanto a las finalidades del TEALH, la independencia funcional y la gratuidad del procedimiento 
lo convierten en un instrumento al servicio de la ciudadanía y de las entidades para la tutela efec-
tiva de sus derechos, sin que tengan que acudir a un proceso ante los Tribunales de Justicia, con 
la consiguiente reducción de la litigiosidad en la vía jurisdiccional contencioso-administrativa.

También es un órgano que sirve al Ayuntamiento (en su ejercicio de las competencias tributarias 
municipales), en el marco de los principios de legalidad y seguridad jurídica, mediante las funciones 
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de emisión de dictámenes sobre los proyectos de ordenanzas fiscales y de informes y estudios en 
materia tributaria, funciones a las cuales nos referimos a continuación.

Estas son, por tanto, las funciones que tiene legalmente atribuidas el TEALH, según dicta el artículo 
137.1 de la Ley reguladora de las Bases del Régimen Local:

a.	 	“El conocimiento y resolución de las reclamaciones sobre actos de gestión, liquidación, 
recaudación e inspección de tributos e ingresos de derecho público, que sean competen-
cia municipal.

b.	 	El dictamen sobre los proyectos de ordenanzas fiscales.

c.		En caso de ser requerido por los órganos municipales competentes en materia tributaria, 
la elaboración de estudios y propuestas en esta materia”.

El contenido de la Memoria anual es coherente con estas funciones del TEALH y da cumplimiento 
a la previsión establecida en el artículo 10, apartado 11, del Reglamento Orgánico del TEALH (publi-
cado en el BOP de Barcelona de 15 de febrero de 2012), según el cual se ha de: “Presentar, ante el 
Pleno municipal y dentro del primer trimestre de cada año, la Memoria anual de las actividades del 
TEALH, donde se expondrá la actividad desarrollada, y se recogerán las observaciones que resulten 
del ejercicio de sus funciones; así como las sugerencias que consideren oportunas para mejorar el 
funcionamiento de los servicios sobre los que proyectan sus competencias”.

De acuerdo con esta previsión normativa, la Memoria que ahora se presenta recoge las actividades 
desarrolladas por el TEALH a lo largo del año 2024 que se estructuran sistemáticamente en cuatro 
grandes apartados:

a.	 	La resolución de reclamaciones.

b.	 	Los informes emitidos a petición del Ayuntamiento.

c.	 	El dictamen sobre proyectos de ordenanzas fiscales.

d.	 	Las actividades de difusión institucional.

Asimismo, se dedica un último apartado a las observaciones y sugerencias que prevé la norma 
citada.

Por lo que respecta a la primera de las funciones legalmente atribuidas (conocimiento y reso-
lución de las reclamaciones económico-administrativas), se puede señalar que durante el año 
2024 se ha reducido el número de reclamaciones presentadas: se ha pasado de 19 reclamaciones 
económico-administrativas presentadas en 2023, a 9 reclamaciones económico-administrativas 
presentadas en 2024. Las reclamaciones económico-administrativas que han tenido entrada en 
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2024, por otro lado, suponen el número más bajo desde la constitución del TEALH por los motivos 
que a continuación explicaremos.

Este descenso es debido a la delegación, en la Diputación de Barcelona, de las funciones de ges-
tión, liquidación, inspección y recaudación de los tributos y otros ingresos de derecho públi-
co locales, acordada por el Pleno municipal del Ayuntamiento en fecha 9 de octubre de 2020, 
dado que las actuaciones realizadas por el Organismo de Gestión Tributaria de la Diputación de  
Barcelona no son susceptibles de reclamación económico-administrativa ante este Tribunal Eco-
nómico-Administrativo.

Por conceptos, destacan las reclamaciones entradas por el impuesto de bienes inmuebles, que son 
también mayoritarias en lo que respecta a las reclamaciones resueltas. Si tenemos en cuenta el 
sentido de la resolución de las reclamaciones, una ha sido desestimada parcialmente, cinco han 
sido desestimadas, una ha sido inadmitida por falta de acreditación de la representación, en dos 
se ha declarado la pérdida sobrevenida del objeto y una ha sido archivada.

El balance del año es, por tanto, positivo, ya que a 31 de diciembre de 2024 el número de reclama-
ciones económico-administrativas pendientes de resolver era de 8.

En relación a los recursos contencioso-administrativos presentados antes los Juzgados Con-
tencioso-Administrativos contra resoluciones expresas o presuntas del TEALH, en 2024 no se ha 
presentado ninguno y solo se encuentra pendiente de resolución de años anteriores un recurso.

Con la finalidad de ofrecer una visión de conjunto y evolutiva de la actividad del TEALH, en esta Memo-
ria también se recogen algunos datos comparativos del periodo 2012-2024, a contar desde la consti-
tución del TEALH en el mes de abril de 2012, en el apartado “DATOS ESTADÍSTICOS” de esta Memoria.

Respecto a la función de elaboración de estudios e informes, en 2024 el Tribunal Económico- 
Administrativo de L’Hospitalet no ha recibido ninguna petición por parte de los órganos compe-
tentes en materia tributaria del Ayuntamiento.

En cuanto a la tercera función del TEALH (el dictamen sobre los proyectos de ordenanzas fiscales), 
durante el año 2024 el TEALH se ha pronunciados en relación a propuestas de modificación de 
13 ordenanzas fiscales, tal como se recoge en el apartado III.3 de esta Memoria. Los dictámenes 
emitidos han sido sobre las ordenanzas fiscales siguientes:

-	Ordenanza Fiscal nº 1.01, reguladora del Impuesto sobre bienes inmuebles.

-	Ordenanza Fiscal nº 2.01, reguladora de la Tasa para la prestación del servicio de 
		  intervención sobre las actividades y los espectáculos públicos  

	 de L’Hospitalet de Llobregat.

-	Ordenanza Fiscal nº 2.04, reguladora de la Tasa para la prestación de servicios 
		  en el cementerio municipal.
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-	Ordenanza Fiscal nº 2.05, reguladora de la Tasa por la retirada de vehículos y contenedores  
	 de la vía pública, inmovilización por procedimientos mecánicos  
	 y depósito.

-	Ordenanza Fiscal nº 2.06, reguladora de la Tasa por prestación de servicios de Urbanismo.

-	Ordenanza Fiscal nº 2.07, reguladora de la Tasa por actuaciones singulares de la Guardia  
	 Urbana.

-	Ordenanza Fiscal nº 2.08, reguladora de las Tasas por la utilización privativa o  
	 aprovechamiento especial del dominio público local  
	 de los equipamientos culturales.

-	Ordenanza Fiscal nº 2.11, reguladora de la Tasa por aprovechamiento especial de la vía  
	 pública.

-	Ordenanza Fiscal nº 2.12, reguladora de la Tasa por el estacionamiento público  
	 de vehículos.

-	Ordenanza Fiscal nº 2.13, reguladora de la Tasa por la utilización privativa o el  
	 aprovechamiento del suelo, vuelo y subsuelo de la vía pública.

-	Ordenanza Fiscal nº 2.14, reguladora de la Tasa para la prestación de los servicios 
		  municipales de salud.

-	Ordenanza Fiscal nº 2.19, reguladora de la Tasa por el uso de los equipamientos  
	 municipales para la celebración de matrimonios civiles.

-	Ordenanza Fiscal nº 2.21, reguladora de la Tasa por la prestación municipal del servicio  
	 de recogida y transporte de residuos municipales.
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De acuerdo con lo que dispone la normativa reguladora (artículo 137 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
reguladora de les bases del régimen local y el artículo 6 del Reglamento orgánico del Tribunal Eco-
nómico-Administrativo de L’Hospitalet, el TEALH ha de estar constituido por un número impar de 
miembros nombrados por el Pleno del Ayuntamiento entre titulados superiores universitarios de 
reconocida competencia técnica relacionada con la materia tributaria. El TEALH está compuesto 
por tres miembros, y ha de estar integrado, al menos, por el presidente y dos vocales, uno de los 
cuales actúa, al mismo tiempo, como Secretario del Órgano.

En cumplimiento de dichos preceptos legales, el Pleno del Ayuntamiento de L’Hospitalet de Llo-
bregat, en sesión ordinaria de 28 de septiembre de 2022, con el quorum exigido de la mayoría 
absoluta prevista en el artículo 137.4 LBRL, nombró o confirmó, tanto a los miembros titulares como 
a los miembros suplente que han de sustituirlos en caso de ausencia, enfermedad, vacante u otras 
causas legalmente establecidas, quedando la composición del Tribunal Económico-Administrativo 
de L’Hospitalet, desde el 28 de septiembre de 2022, de la manera siguiente:
 
Miembros titulares:

-	Presidente: 	 Sr. Rafael de Olañeta de Fernández-Grande

-	Vocal: 	 Sra. Montserrat Casanellas Chuecos

-	Vocal Secretaria: 	 Sra. Silvia Verano Gil

Miembros suplentes:

-	Vocal Suplente: 	 Sra. María Luisa Esteve Pardo

-	Vocal Secretaria suplente primera: 	 Sra. Cristina Serrano Sánchez

-	Vocal Secretaria suplente segunda: 	 Sra. María del Mar Duran Biarnau

La composición del Tribunal Económico-Administrativo de L’Hospitalet es de carácter mixto, in-
cluye personal funcionario de carrera del Ayuntamiento de L’Hospitalet, como la Vocal secretaria 
titular y las dos vocales secretarias suplentes, primer y segunda, y personal externo a la Corpora-
ción. Este es el caso del Sr. Rafael de Olañeta de Fernández-Grande, la Sra. Montserrat Casane-
llas Chuecos y la Sra. María Luisa Esteve Pardo, Presidente titular, Vocal titular y Vocal suplente, 
respectivamente.

2.
 El tribunal económico- 
 administrativo de L’Hospitalet.  
 Composición, funcionamiento y sede 
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Asimismo, está adscrita al Tribunal Económico Administrativo de L’Hospitalet una funcionaria de 
carrera municipal que ofrece el soporte técnico al Tribunal.

El Tribunal Económico-Administrativo está adscrito orgánicamente, en cumplimiento del artículo 
3 de su Reglamento Orgánico, al Área de Alcaldía – Presidencia, y su funcionamiento se rige por los 
principios de independencia técnica, celeridad y gratuidad, tal como establece el artículo 4.4 del 
Reglamento Orgánico del TEALH, de forma que no podrá recibir instrucciones de ningún órgano 
municipal.

Para cumplir con las funciones que la normativa legal vigente atribuye al Tribunal Económico- 
Administrativo, este puede actuar mediante dos modalidades, en Pleno y a través de Órganos Uni-
personales. El Pleno está formado por los tres miembros del Tribunal, el Presidente y las Vocales, 
actuado una de ellas, además, como Secretaria del Órgano. Por otro lado, los Órganos Unipersona-
les fueron creados, tal y como dispone el artículo 10.6, en relación al 7.3, del Reglamento Orgánico 
del TEALH, por resolución de su Presidente en fecha 6 de febrero de 2023, quedando designados 
desde entonces, como Órganos Personales, los tres miembros titulares del Tribunal, el Sr. Rafael 
de Olañeta de Fernández- Grande, la Sra. Montserrat Casanellas Chuecos y la Sra. Silvia Verano Gil.

Por lo que respecta a las atribuciones que legalmente competen a los órganos resolutorios del 
TEALH, corresponde al Pleno la resolución de las reclamaciones económico-administrativas 
que tengan que ser tramitadas mediante el procedimiento general tramitadas mediante el pro-
cedimiento general (regulado en el Capítulo II del Título II del Reglamento Orgánico del TEALH):  
la resolución de los recursos extraordinarios de revisión interpuestos contra los propios actos del 
Pleno y la tramitación de los procedimientos especiales de nulidad de pleno derecho y declaración 
de lesividad de los acuerdos y las resoluciones dictadas por los órganos del TEALH, además de la 
elaboración de estudios, informes y propuestas en materia tributaria que sean requeridos por los 
órganos municipales competentes en materia tributaria, así como la elaboración de los dictámenes 
sobre los proyectos de ordenanzas fiscales.

Y, es competencia de los Órganos Unipersonales, la resolución de las reclamaciones económi-
co-administrativas que tengan que ser tramitadas mediante el procedimiento abreviado (regulado 
en el Capítulo III del Título II del Reglamento Orgánico del TEALH). De forma que las reclamaciones 
económico-administrativas se resolverán mediante el procedimiento abreviado cuando la cuantía 
de la reclamación sea inferior a 6.000 Euros o en otras situaciones específicas, cuando se alegue 
exclusivamente inconstitucionalidad o ilegalidad de las normas o falta o defecto de notificación 
o se alegue exclusivamente insuficiencia de motivación o incongruencia del acto impugnado, o si 
concurren otras circunstancias previstas reglamentariamente. Además del resto de asuntos que 
les otorgue expresamente el Reglamento Orgánico del TEALH y la normativa jurídica aplicable.

La sede y oficina del Tribunal Económico-Administrativo de L’Hospitalet, desde el momento de su 
constitución en 2012, se encuentra ubicada en el emblemático edificio de Ca N’Arús, situado en la 
Rambla de la Marina, número 417, en el barrio del Centre de L’Hospitalet.
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3.1.	 La aplicación de las ordenanzas fiscales vista a través de las reclamaciones  
	 económico-administrativas.

3.1.1. Ordenanza fiscal nº 1.01, reguladora del impuesto sobre bienes inmuebles.

1. División de la titularidad catastral

En los expedientes de las reclamaciones económico-administrativas números REA 24/2019, 
12/2020, 10/2021 y 62/2022, se analizan los respectivos recursos presentados por una sociedad 
mercantil contra las liquidaciones de IBI y del Tributo Metropolitano que le fueron emitidas por 
el Ayuntamiento de L’Hospitalet en su condición de concesionaria respecto de dos inmuebles si-
tuados dentro del término municipal. La mercantil fundamenta su impugnación en el hecho que, 
en cuanto concesionaria, ha de ser considerada como titular catastral y sujeto pasivo de dichos 
tributos solo sobre aquellos espacios en lo que la sociedad desarrolla en exclusiva las actividades 
económicas encomendadas en el correspondiente contrato de concesión, esto es, aparcamiento, 
oficinas, locales comerciales y servicios de bar-restaurante y, en ningún caso, sobre los espacios 
que el ente público concedente desarrolla la gestión del correspondiente servicio público. En este 
sentido, la recurrente entiende que, respecto a los dos inmuebles referidos, concurren diversos 
titulares catastrales: por un lado, la administración autonómica propietaria de los inmuebles y, 
por otro, la concesionaria, a pesar de que esta solo lo es respecto a la parte del inmueble en que 
realiza en exclusiva las actividades de explotación encomendadas en el correspondiente contrato 
de concesión. En consecuencia, solicita que la liquidación del IBI de cada uno de los ejercicios 
afectados se efectúe en proporción al valor catastral que corresponde a cada una de las mencio-
nadas titularidades. 

El Tribunal Económico-Administrativo de L’Hospitalet desestima los recursos presentados por el 
contribuyente fundamentando su resolución en los siguientes motivos:

−	En primer lugar, en el momento de emitirse las correspondientes resoluciones por parte 
del TEALH, son numerosas las sentencias dictadas en instancias diversas en relación a la 
sociedad mercantil concesionaria, todas ellas desestimatorias para la mercantil, tanto en 
lo que respecta a las ordenanzas fiscales sobre el IBI como respecto a las liquidaciones de 
este impuesto emitidas tanto por parte del Ayuntamiento de L’Hospitalet de Llobregat como 
por el Ayuntamiento de Barcelona, dado que el inmueble está situado en ambos términos 
municipales. 

	 En este contexto, resulta de especial interés la sentencia del Tribunal Superior de Justicia 
de Cataluña de 26 de febrero de 2021 en la que se desestima el recurso presentado por la 

3.
 Actividad del TEALH  
 en cumplimiento de sus funciones 
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mercantil en relación al IBI del ejercicio 2016 del Ayuntamiento de L’Hospitalet de Llobregat, 
en el que se hacían constar los mismos fundamentos a los que se refieren las alegaciones 
presentadas en todos los expedientes resueltos por este TEALH. En concreto, en el funda-
mento de derecho sexto de esta sentencia, que es firme en la medida que no fue recurrida 
por la mercantil ante el Tribunal Supremo, se destaca lo siguiente:

	 “SEXTO. A tenor del segundo motivo de impugnación, pone de manifiesto la recurrente que 
según el criterio del Tribunal Supremo los contratos de concesión de obra pública no atribuyen 
al concesionario la condición de titular catastral de la totalidad de los inmuebles construi-
dos; que la titularidad catastral de la finca situada en la Avda. Gran Vía nº 4, y de la sita en 
la Avda. Carrilet nº 2, ha sido atribuida a la apelante como consecuencia de su condición de 
concesionaria, en tanto que adjudicataria del contrato para la construcción, mantenimiento 
y explotación de la obra correspondiente al proyecto de la Ciudad de la Justicia de Barcelona 
y L’Hospitalet de Llobregat; que la Ciudad de la Justicia es un bien demanial, cuya titularidad 
corresponde a la Generalitat de Cataluña, afecto a un servicio público (sic), en este caso la 
impartición de Justicia; que la suscripción del contrato para la construcción, mantenimiento 
y explotación de la Ciudad de la Justicia no atribuye a la recurrente la propiedad del inmue-
ble, ni la condición de concesionaria del servicio público (sic); que la apelante sólo presta 
servicios complementarios o accesorios, “y en relación con los mismos puede usar la Ciudad 
de la Justicia”; que concurren en este caso varios titulares catastrales, el propietario del in-
mueble (Administración autonómica) y la concesionaria, únicamente de la parte del inmueble 
en que realiza en exclusiva las actividades de explotación encomendadas; que “las zonas del 
inmueble que suponen un uso de suficiente intensidad para que puedan considerarse como 
objeto de la concesión demanial, únicas de las que URBICSA podría considerarse como titu-
lar catastral, fueron detalladas en la demanda presentada ante el Juzgado” (de nuevo, como 
se ve, se acude muy impropiamente, en la sede de apelación que nos ocupa, a la técnica de 
pura y estricta remisión al argumentario de la demanda); que la sentencia apelada desestima 
las alegaciones en base al desdoblamiento administrativo existente en la liquidación del IBI, 
gestión catastral, y gestión tributaria; que “la cuestión competencial del Ayuntamiento de 
L’Hospitalet en el caso que nos ocupa tiene unas características que no deben ser desde-
ñadas”; que se hallan encomendadas al Ayuntamiento “las funciones de tramitación de los 
expedientes de alteraciones de orden físico y económico”; que “las citadas competencias, que 
no son menores, deben ser contextualizadas”; que la titularidad catastral de los tres inmuebles 
fue atribuida a la apelante por la Gerencia Regional del Catastro como consecuencia de su 
condición de concesionaria, surgiendo “de un expediente de cambio de titularidad catastral 
de los inmuebles objeto de la concesión iniciado por el Departament de Justícia”; que por éste 
se solicitó al Ayuntamiento la anulación de las liquidaciones de IBI emitidas (hace más de diez 
años) a su nombre, por entender que el sujeto pasivo de las mismas era la concesionaria; que 
el Ayuntamiento justificó así el inicio de un expediente de rectificación de la titularidad ca-
tastral de los inmuebles objeto de la concesión; y que “como consecuencia de lo anterior, en 
absoluto puede esta parte estar de acuerdo en las conclusiones alcanzadas por la sentencia 
recurrida en relación con esa supuesta incompetencia del Ayuntamiento para la modificación 
del titular del IBI, dado que esa competencia sí fue ejercida en su día cuando el asunto era el 
de trasladar a mi poderdante una carga impositiva que no era procedente”. Todo ello por más 



TEA • Memória 2024  

12

que admitirse que esta Sala, en su sentencia de fecha 29 de noviembre de 2012, “ya dejó claro 
a esta parte que el plazo para la prescripción para la devolución nunca se computaría desde 
el ingreso de las liquidaciones, sino desde que se dictase una resolución en materia catastral 
o censal”.

	 Sobre el particular, se apoya el motivo, en buena medida, en la invocación a acto adminis-
trativo municipal (de fecha 26 de junio de 2008) cuya admisión, en esta sede de apelación, 
fue denegada (se ha detallado en virtud de qué resolución en los antecedentes de la presente 
sentencia), por tratarse de acto de fecha muy evidentemente anterior a la misma interposición 
del recurso contencioso administrativo en la instancia, y constitutivo de las pretensiones (tal 
como se articulan en esta apelación) de la apelante. A lo que podemos ahora añadir que, en 
el escrito de demanda, no se hace referencia alguna a aquel acto, ni al expediente en que 
recayó, a los fines de tratar de fundar la supuesta competencia municipal para la revisión de 
valores catastrales implícitamente (en demanda) pretendida, en función de las titularidades 
concurrentes sobre el inmueble.

	 Acto aquél, por lo demás, sobre el que ya nos pronunciábamos, en parte, en nuestra sentencia 
de fecha 11 de julio de 2014, remitiendo a la allí apelante (la misma que aquí) a la oportuna vía 
económico-administrativa. Siendo así, por lo demás, que, seguida la misma en su día, contra 
la decisión de la Gerencia Territorial del Catastro, fue sustanciada la oportuna controversia 
en sede jurisdiccional, ante el órgano competente al efecto, zanjada la misma (en sentido 
desestimatorio de las pretensiones de la recurrente, aquí apelante) por la SAN (Sección 6ª), 
de fecha 14 de marzo de 2017 (Rec. 47/2015).”

−	A su vez, en su escrito de alegaciones, la reclamante pide la aplicación de la sentencia del 
Tribunal Supremo de 20 de septiembre de 2001 (recurso 7238/2000). El TEALH entiende 
que el contenido de esta sentencia no es de aplicación al caso planteado a ninguna de las 
reclamaciones económico-administrativas objeto de resolución, dado que en las mismas 
no se discute si el sujeto pasivo del IBI es la correspondiente Administración Pública pro-
pietaria del inmueble o bien la empresa concesionaria, sino qué porcentaje se ha atribuir 
a uno y otro, una cuestión que, como se argumenta seguidamente, es competencia de la 
Gerencia Regional de Cataluña. 

−	Así, si bien es cierto que en el caso planteado concurren diversos titulares catastrales, en 
concreto la Administración Pública propietaria del inmueble y la empresa concesionaria 
del mismo, titular catastral de la parte del inmueble en que se realizan en exclusiva las ac-
tividades de explotación encomendadas por el contrato, esta dualidad de titularidades no 
se encuentra recogida en la información catastral de los inmuebles sujetos a tributación 
contenida en el Catastro Inmobiliario. Como acertadamente se puso en consideración en 
la resolución del recurso de reposición del Director del Órgano de Gestión Tributaria, la for-
mación y mantenimiento del Catastro Inmobiliario es de competencia exclusiva del Estado 
(artículo 4 de la Ley del Catastro Inmobiliario, aprobada por Real Decreto Legislativo 1/2004, 
de 5 de marzo). A su vez, por lo que respecta al IBI, el artículo 77.5 del TRLRHL establece que 
el impuesto se gestiona a partir de la información contenida en el padrón catastral y en el 
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resto de documentos expresivos de sus variaciones elaborados por la Dirección General del 
Catastro del Ministerio de Hacienda. Asimismo, el Convenio firmado entre la Secretaría de 
Estado de Hacienda y Presupuestos (Dirección General del Catastro) y el Ayuntamiento de 
L’Hospitalet de Llobregat en fecha 27 de octubre de 2005, de colaboración en materia de 
gestión catastral, establece que en ningún caso se entenderán comprendidas en el ámbito 
del convenio las competencias para la modificación de los valores catastrales, que son 
competencia exclusiva de la Gerencia Regional del Catastro de Cataluña.

	 En este contexto, dado que la pretensión de la sociedad mercantil recurrente supondría 
una modificación de la descripción catastral de los inmuebles, afectando a la superficie y 
a la valoración catastral, que comportaría necesariamente un nuevo valor catastral indivi-
dualizado para cada titular, hay que entender que el Ayuntamiento no es competente para 
efectuarlo al tratarse de una competencia que corresponde, en exclusiva, a la Gerencia Re-
gional del Catastro de Cataluña. Así lo destaca el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña 
en la reciente sentencia de 23 de febrero de 2024, consecuencia de un recurso de apelación 
presentado por la misma mercantil, al destacar que:

	 “(…) como es sabido, las cuestiones catastrales (los valores catastrales) son competencia del 
Estado, dicha competencia se ejerce a través de la Dirección General del Catastro y la im-
pugnación de aquéllas han de plantearse ante el Tribunal Económico Administrativo, lo que 
justifica no poder en este momento y mediante la presente “dividir la titularidad catastral” en 
base a la STS citada como parece pretender la apelante.”

−	Asimismo, en las reclamaciones económico-administrativas REA 12/2020, 10/2021 y 
62/2022, la reclamante manifiesta que ha obtenido sentencia favorable a sus pretensio-
nes por parte del Juzgado Contencioso-Administrativo, en concreto, mediante sentencia 
116/2021. Ante esta alegación, el TEALH pone de relieve pone de manifiesto la revocación 
del contenido de dicha sentencia por parte del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, en 
sentencia número 911/2022, de 16 de marzo de 2022, en cuyo fundamento jurídico tercero 
se manifiesta lo siguiente: 

	 “(…) Partiendo necesaria e indeclinablemente de lo razonado en nuestra anterior senten-
cia, que a su vez hace repaso de otras recaídas en controversias de que la aquí apelada 
tomó parte, planteando pretensiones impugnatorias y motivos en muy buena y sustancial 
medida coincidentes con los que aquí se nos someten, que lleva naturalmente a la estima-
ción de la apelación aquí planteada, habremos a la sazón de estimar el recurso de apela-
ción, en los términos que serán de ver en el fallo de la presente, no sin dejar de hacer no-
tar que la sentencia del Alto Tribunal de que se hace eco el juzgador a quo, en orden a dar 
carta de naturaleza a la impugnación de actos de gestión censal por la vía de la de actos 
de liquidación tributaria, precisamente aborda un supuesto de impugnación directa de los 
primeros, no de los segundos, por lo que la construcción dogmática de la que parte el juz-
gador a quo, y en que basa la razón de decidir de su fallo estimatorio en la instancia, se 
halla huérfana del apoyo jurisprudencial que pretende, en base a sentencia del Alto Tribu-
nal que aborda la problemática catastral para concesión de obra pública que no es, por lo 
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demás, obviamente, la de autos. Analogía esta final igualmente aventurada, en el razonar 
el juzgador a quo, para contratos distintos de concesión de obra pública necesariamente 
complejos en su contenido, y proyectados sobre obra de notable complejidad, en cuanto a 
la mixtura de usos, lo extenso de las superficies construidas, y la especificidad de los pac-
tos en cada caso integrantes de la correspondiente concesión, sobre cuyos particulares  
absolutamente en nada se reflexiona en la sentencia apelada, valga esta última anotación 
como simple consideración obiter dicta.”

−	Finalmente, en el escrito de alegaciones presentado en el marco de la REA 62/2022, la 
recurrente manifiesta la situación de bloqueo en la que se encuentra, dado que hasta la 
fecha del escrito (1 de julio de 2024) no ha conseguido, ni del Ayuntamiento de L’Hospitalet 
de Llobregat ni de la Gerencia Regional del Catastro de Cataluña, la rectificación del por-
centaje de concesión que defiende que le corresponde. En relación a esta alegación, este 
TEALH pone de manifiesto que se encuentran pendientes de resolución dos reclamaciones 
presentadas por la mercantil el 10 de junio de 2023 ante el Tribunal Económico-Adminis-
trativo Regional de Cataluña y otra presentada ante el Tribunal Económico-Administrativo 
Central contra la resolución del Tribunal Económico-Administrativo Regional de Cataluña 
de 24 de julio de 2023.

2. Efectos jurídicos de valores catastrales y ponencia parcial declarados nulos.

En los expedientes de las reclamaciones económico-administrativas números 15/2023 y 6/2024, 
resueltos de forma acumulada, se planteaba la improcedencia del impuesto sobre bienes inmue-
bles de 2023 de un inmueble de su propiedad por derivar de valores catastrales y de una ponencia 
parcial nula, así como la improcedencia de una liquidación diferencial del mismo ejercicio por 
entender que el valor catastral no era correcto.

En relación a la reclamación económico-administrativa número 15/2023, el Pleno del TEALH de-
cidió el archivo de la reclamación por pérdida sobrevenida del objeto de la reclamación, dado 
que, con anterioridad, las liquidaciones habían sido anuladas por el teniente de alcaldía del área 
de Hacienda y Urbanismo, en fecha 9 de noviembre de 2023.

En cuanto a la reclamación económico-administrativa número 6/2024 presentada contra una 
liquidación diferencial derivada de la resolución del teniente de alcaldía antes nombrada, la reclamante 
entendía que el valor catastral aplicado, derivado de una resolución de la Gerencia Regional del Catastro de 
Cataluña, no era correcta. El Pleno del TEALH desestimó estas alegaciones por entender que el Ayunta-
miento no podía modificar esta valoración, pues no es de su competencia y, además, existía una reclamación 
económico-administrativa pendiente de resolución en el Tribunal Económico-Administrativo Central. 
En relación a este último fundamento, en la resolución se decía:

“... dado que el valor catastral de la finca ha sido impugnado por la reclamación ante el Tribunal 
Económico-Administrativo Central, y que aún existe una resolución firme, ha de estar a la resolución 
definitiva de esta impugnación. En conclusión, cuando el valor catastral se fije de forma definitiva 
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en vía económico-administrativa o contencioso-administrativa, sabremos la procedencia o no del 
valor catastral utilizado para la cuantificación del impuesto sobre bienes inmuebles de 2023.

Por todo lo expuesto anteriormente, este Tribunal no puede anular la liquidación diferencia de  
444,62 € del impuesto sobre bienes inmuebles de 2023 de la finca ubicada en … propiedad de la recla-
mante, pues, como señala el artículo 224.1 párrafo 3º de la Ley General Tributaria de 17 de diciembre 
de 2003 (de aplicación en virtud del artículo 137.5 de la Ley reguladora de las bases del régimen local 
de 2 de abril de 1985) “si la impugnación afecta a un acto censal relativo a un tributo de gestión com-
partida, no se suspende en ningún caso, por este hecho, el procedimiento de cobro de la liquidación 
que se pueda practicar. Esto sin perjuicio que, si la resolución que se dicte en materia censal afecta 
al resultado de la liquidación abonada, se efectúe la devolución de ingresos correspondiente.

Asimismo, el artículo 77.4, párrafo segundo, del TRLRHL, establece que las bases imponible y liquida-
ble notificadas no pueden ser objeto de una impugnación nueva cuando se haga la exacción anual 
del impuesto”.

3.1.2. Ordenanza fiscal nº 1.02, reguladora del impuesto sobre actividades económicas. 

1. Efectos jurídicos de la pandemia y de la declaración del estado de alarma en el ejercicio 
de actividades económicas.

En la reclamación económico-administrativa número 17/2021 el contribuyente planteaba su dis-
conformidad con el impuesto sobre actividades económicas de los ejercicios 2020 y 2021, soli-
citando la anulación de las cuotas y su devolución, dada la imposibilidad de ejercer su actividad 
económica de hostelería por la pandemia y la declaración del estado de alarma, de acuerdo con 
la jurisprudencia del Tribunal Supremos recaída sobre esta cuestión.

El TEALH estimó parcialmente esta reclamación en virtud de los fundamentos jurídicos siguientes:

…/…

QUINTO. El Tribunal Supremo, en las sentencias mencionadas nº 724, 725 y 726, de 30 de mayo de 2023, 
concluye que el hecho imponible en relación al ejercicio de 2020 se ha producido, dado que el de-
vengo tiene lugar el 1 de enero, pero al paralizarse la actividad (regla 14.4 de la Instrucción del Impuesto 
sobre Actividades Económicas, aprobada por Real Decreto Legislativo 1175/1990, de 28 de septiem-
bre) como consecuencia de la declaración del estado de alarma (Real Decreto 463/2020, de 14 
de marzo), debe reducirse proporcionalmente la cuota, sin que fuese necesario comunicarlo a la 
Administración, pero sí demostrar la inactividad total, dado que podían darse casos de actividad 
parcial.

SEXTO. En el presente caso, es evidente que cuando se presenta el recurso de reposición por … 
(26 de julio de 2021) el Impuesto sobre Actividades Económicas de 2020 era firme y consentido al 
no haberse recurrido en su momento, no así el impuesto referido a 2021. Señala la sentencia del 
Tribunal Supremo nº 724 de 30 de mayo de 2023, en su fundamento de derecho segundo, que, las 
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liquidaciones no fueron impugnadas en su momento (como ocurre en el presente caso respecto 
al IAE de 2020), pero ello no es obstáculo para, finalmente, entender el Tribunal Supremo que debe 
reducirse el IAE en proporción al tiempo de paralización de la actividad.

SÉPTIMO. Del expediente administrativo no se deduce que, durante la primera declaración del 
estado de alarma, en virtud del Real Decreto 463/2020, la reclamante ejerciera actividad alguna. Por 
consiguiente, el impedimento para ejercer la actividad era absoluto, por mandato de la autoridad.
Respecto a periodos posteriores, no consta en el expediente administrativo, ni ha probado la re-
clamante, que se hubiera dado de baja en el censo del impuesto (artículo 89 de la Ley reguladora de 
las Haciendas Locales de 5 de marzo de 2004) ni que el local permaneciera cerrado en los periodos 
en que podía estar abierto.

Hay una situación sobrevenida que se produce durante el período impositivo que interfiere en el 
presupuesto de la imposición. Por tanto, si no hay posibilidad de desarrollar la actividad, por estar 
prohibida, no se ha podido dar la situación fáctica que ampara la tributación y, en consecuencia, 
debe estimarse el recurso en lo que se refiere al período de tiempo, es decir, el número de días, en 
que dicha prohibición estuvo vigente. Ello deriva claramente de la naturaleza del Impuesto sobre 
Actividades Económicas, pues si éste grava el “mero ejercicio” de la actividad debe existir, al 
menos, la posibilidad de desarrollarla, circunstancia que no concurre cuando hay una prohibición 
normativa que impide este desarrollo y hace que no llegue a materializarse el supuesto de hecho 
que origina el nacimiento de la obligación tributaria.

En cambio, no puede admitirse en modo alguno la falta de presupuesto fáctico justificativo de la 
imposición durante aquellos períodos de tiempo en que la actividad no estuvo prohibida y pudo 
llevarse a cabo, con independencia de si efectivamente se realizó o no, y ello aunque su desempe-
ño estuviera sometido a limitaciones impuestas normativamente, ni tampoco durante el tiempo 
en que la actividad no se reanudó por decisión del sujeto pasivo en atención a las circunstancias 
económicas, sociales, o de cualquier otra índole que hubieran podido existir y que el contribuyente 
haya tomado en consideración. Lo anterior resulta de la propia naturaleza del tributo y de la confi-
guración normativa y jurisprudencial que se ha efectuado del hecho imponible del Impuesto sobre 
Actividades Económicas y de las notas que se predican de su realización, por cuanto levantada 
la obligación de cierre el ejercicio de la actividad es posible y la realización del hecho imponible 
vuelve a producir plenos efectos con total normalidad.

OCTAVO. Concluye la sentencia nº 724 citada estableciendo la siguiente jurisprudencia:

1.	 “La paralización de actividad y el cierre de establecimientos ordenada por el Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situa-
ción de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, en particular su artículo 10, apartados 1º 
y 4º, no determina, dadas sus fechas y el previo acaecimiento del devengo, la inexistencia, 
o no producción, del hecho imponible durante el periodo de inactividad.

2.	 	Procede, en cambio, la aplicación al caso del régimen de paralización de industrias que 
establece el apartado 4 de la regla 14 del Real Decreto Legislativo 1175/1990, con rebaja de la parte 
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proporcional de la cuota, según el tiempo que la industria, comercio o actividad hubiera dejado 
de funcionar.

3.	 	No es preciso, a tal efecto, ni probar en especial la paralización o cierre de la empresa, ni poner 
en conocimiento de la Administración tal cierre o inactividad, pues ambas circunstancias 
derivan directamente de la ley. En particular, para las actividades de hostelería o restau-
ración, la única prueba exigible es la de la inexistencia de entrega a domicilio, aquí no con-
trovertida.”

NOVENO. La estimación parcial de esta reclamación se sustenta además en el artículo 219.1 y 2 
de la Ley General Tributaria de 17 de diciembre de 2003, que permite la revocación en beneficio 
del obligado tributario, cuando circunstancias sobrevenidas que afecten a una situación jurídica 
particular, pongan de manifiesto la improcedencia del acto dictado y dicha revocación no sea 
contraria a las normas tributarias, al interés público o al ordenamiento jurídico ni hayan transcu-
rrido más de cuatro años desde el ingreso de la cuota tributaria. En el presente supuesto, como 
se ha dicho anteriormente, el hecho imponible se produjo y el devengo también (el 1 de enero de 
2020), con lo que las circunstancias sobrevenidas con posterioridad al 1 de enero de 2020 fueron 
la declaración del estado de alarma y la jurisprudencia fijada por el Tribunal Supremo a la que nos 
hemos referido anteriormente. Es más, el Ayuntamiento debió, de oficio, haber reducido la cuota 
del IAE al no existir capacidad económica gravable durante el estado de alarma.

También la revocación es posible, según el artículo mencionado, cuando nos encontremos ante 
una infracción manifiesta de Ley, en este caso la Ley reguladora de las Haciendas Locales de 5 
de marzo de 2004 y el Real Decreto Legislativo por el que se aprueban las Tarifas y la Instrucción 
de 28 de septiembre de 1990. Es evidente que no casa en términos jurídicos el pago del Impuesto 
sobre Actividades Económicas, cuando no se ha podido ejercer la actividad (núcleo esencial del 
hecho imponible de este tributo), con la normativa legal que acabamos de citar.

De las sentencias del Tribunal Supremo de 22 de mayo (rec. 1725/2019) y 6 de noviembre de 2023 
(rec. 3665/2022), en relación con el artículo 10.3 del Reglamento general de Revisión de 13 de mayo 
de 2005, se desprende que este TEALH es competente para revocar parcialmente la liquidación 
del ejercicio 2020 por el Impuesto sobre Actividades Económicas.

En virtud de lo expuesto,

ESTE TRIBUNAL ECONÓMICO ADMINISTRATIVO DE L’HOSPITALET, acuerda estimar en parte la 
reclamación económico-administrativa interpuesta por …, en concepto de Impuesto sobre Ac-
tividades Económicas, reconociendo a la reclamante el derecho a la devolución de la cantidad 
proporcional relativa al ejercicio 2020, pagada por tal concepto, por el periodo comprendido entre 
el 14 de marzo de 2020 y el 21 de junio de 2020.
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3.2.	 Informes emitidos a petición del Ayuntamiento de L’Hospitalet.

En cuanto a la tercera función que el artículo 137.1 de la Ley reguladora de las bases del régimen 
local atribuye a los órganos para la resolución de las reclamaciones económico-administrativas, 
durante el año 2024, el Tribunal Económico-Administrativo de L’Hospitalet no ha sido requerido 
por los órganos competentes en materia tributaria para elaborar ningún estudio ni propuesta en 
esta materia.

3.3.	 Dictamen sobre proyectos de ordenanzas fiscales.

3.3.1. Ordenanza fiscal nº 1.01, reguladora del impuesto sobre bienes inmuebles. 

El Tribunal Económico-Administrativo de L’Hospitalet emitió dos informes favorables en relación 
a las modificaciones propuestas, atendido que se ajustaban a las previsiones contenidas en el 
Real Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto refundido de la Ley 
reguladora de las Haciendas Locales y la última jurisprudencia del Tribunal Supremo. Las modi-
ficaciones propuestas eran:

1.	 Cómputo de los cinco años de bonificación del 95% por inmuebles donde se desarrollen 
actividades declaradas de especial interés cultural o histórico artísticas, desde el inicio 
del ejercicio de la actividad.

2.	 Nuevos tipos de gravamen para inmuebles urbanos.

Muy brevemente, dado que los dos informes se solicitaron con carácter de urgencia, respecto a 
las modificaciones propuestas se hicieron las siguientes observaciones:

.../...

SEGUNDA. En relación a la propuesta de modificación del artículo 7 de la OF 1.01, reguladora del 
impuesto sobre bienes inmuebles:

La propuesta que se hace es conforme con el artículo 74.2. quàter del texto refundido de la Ley 
reguladora de las Haciendas Locales.

TERCERA. En relación a la propuesta de modificación del artículo 10 de la OF 1.01, reguladora del im-
puesto sobre bienes inmuebles:

La propuesta que se hace es conforme con el artículo 72.1 y 4 del texto refundido de la Ley regula-
dora de las Haciendas Locales y, aunque no se mencione en la petición de dictamen, con la sen-
tencia del Tribunal Supremo de 31 de enero de 2023, suponiendo que los límites se han calculado 
correctamente, especialmente el USO INDUSTRIAL donde se observa una variación importante. 
En relación a esta Sentencia y su impacto en el impuesto sobre bienes inmuebles de 2023, este 
Tribunal ya se pronunció en su informe de 13 de abril de 2023, al cual nos remitimos.
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La propuesta de modificación del artículo 10 de la ordenanza fiscal es conforme también con la doc-
trina fijada en la jurisprudencia del Tribunal Supremo en la reciente sentencia de 7 de junio de 2024, 
recurso 896/2023, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 2ª. En esta sentencia, el 
Tribunal Supremos dice que, cuando se quieren aplicar tipos incrementados, la ordenanza fiscal 
únicamente ha de señalar el valor catastral (“el umbral”) para todos y cada uno de los usos, a partir 
de los que se aplicarán los tipos incrementados y, posteriormente, en fase de aplicación el ayun-
tamiento limitará la aplicación como máximo al 10 por ciento de los bienes inmuebles urbanos del 
término municipal, que, para cada uso, tenga mayor valor catastral, sin necesidad de regular este 
porcentaje máximo en la ordenanza.

El Tribunal Supremo, en la sentencia mencionada, concluye que el criterio interpretativo es:

“el establecimiento de tipos diferenciados de gravamen en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles, 
previsto en el art. 72.4 TRLHL, no exige que la ordenanza fiscal reguladora del Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles, en la que el ayuntamiento establezca tipos diferenciados -atendiendo a los usos estable-
cidos en la normativa catastral para la valoración de las construcciones-, establezca expresamente 
el porcentaje de bienes inmuebles urbanos a los que se aplicará dicho tipo, sino que basta con señalar 
el umbral de valor para todos o cada uno de los usos, a partir del cual serán de aplicación los tipos 
incrementados, y es en la fase de aplicación donde deberá limitarse la aplicación del correspondien-
te tipo incrementado, como máximo, al 10 por ciento de los bienes inmuebles urbanos del término 
municipal que, para cada uso, tenga mayor valor catastral”.

CUARTA. En relación a la propuesta de redacción de la Disposición Adicional Primera de la OF 1.01, 
reguladora del impuesto sobre bienes inmuebles:

No se hace ninguna observación excepto que se ha de enmendar el error, cuando se dice, por 
dos veces, disposición “final”. Donde dice “disposición final” ha de decir “disposición adicional 
primera”.

QUINTA. En relación a la propuesta de modificación de la Disposición Final de la OF 1.01, reguladora del 
impuesto sobre bienes inmuebles: La propuesta que se hace es conforme con el artículo 17.4 y 19 del 
texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales.

En el segundo informe solicitado, las observaciones fueron las siguientes:

…/…

SEGUNDA. En relación a nuestro dictamen anterior, de fecha dieciséis de julio de dos mil veinticuatro, 
la única variación consiste en la modificación de los tipos de gravamen, que se han reducido, el general 
del 0,8883 al 0,8680 y el diferencial que ha pasado del 1,0944 al 1,0694. Estos nuevos tipos de gravamen 
que se proponen ahora son superiores a los vigentes actualmente en 2024.

TERCERA. La propuesta que se hace respeta los límites establecidos en el artículo 72.1 y 4 del texto 
refundido de la Ley reguladora de les Haciendas Locales y, por tanto, es conforme a Derecho.
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	 3.3.2. Ordenanza Fiscal n.º 2.01, reguladora de la Tasa para la prestación del servicio 
de intervención sobre las actividades y los espectáculos públicos de L’Hospitalet de 
Llobregat; Ordenanza Fiscal n.º 2.04, reguladora de la Tasa para la prestación de servicios 
al cementerio municipal; Ordenanza Fiscal n.º 2.05, reguladora de la Tasa por la retirada 
de vehículos y contenedores de la vía pública, inmovilización por procedimientos 
mecánicos y depósito; Ordenanza Fiscal n.º 2.06, reguladora de la Tasa por prestación 
de servicios de Urbanismo; Ordenanza Fiscal n.º 2.07, reguladora de la Tasa por 
actuaciones singulares de la Guardia Urbana; Ordenanza Fiscal n.º 2.08, reguladora de 
las Tasas por la utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio público 
local de las equipaciones culturales; Ordenanza Fiscal n.º 2.11, reguladora de la Tasa por 
aprovechamiento especial de la vía pública; Ordenanza Fiscal n.º 2.12, reguladora de la 
Tasa por el estacionamiento público de vehículos; y Ordenanza Fiscal n.º 2.14, reguladora 
de la Tasa para la prestación de los servicios municipales de salud.

En fecha 3 de septiembre de 2024 se solicitó dictamen al TEALH respecto a la propuesta de redac-
ción de la disposición final de las ordenanzas fiscales nº 2.01, 2.04, 2.05, 2.06, 2.07, 2.08, 2.11, 2.12, 
2.13, 2.14 y 2.19. En concreto, la propuesta de redacción de la disposición final de dichas ordenanzas 
fiscales que se somete a dictamen del TEALH es la siguiente:

“Disposición final

La presente Ordenanza, aprobada definitivamente por el Ple el xx de xxxxxx de 202x, comenzará 
a regir a partir del 1 de enero de 2025 y continuará vigente mientras no se acuerde la modificación o 
derogación.”

Teniendo en cuenta lo establecido en los artículos 10.1 LGT, 107.1 LBRL y 17.2 del TRLRHL, las Or-
denanzas Fiscales entran en vigor en el momento de su publicación en el Boletín Oficial de la 
Provincia, excepto que en ellas se establezca un plazo diferente. Se ha de tener en cuenta que en 
este último supuesto la fecha de entrada en vigor fijada en la Ordenanza ha de ser posterior a su 
publicación evitando, así, cualquier efecto retroactivo de la norma. En este sentido, el Tribunal 
Supremo ha puesto reiteradamente de manifiesto que las normas aplicables para llevar a cabo la 
liquidación de un tributo son las que se encuentran vigentes en la fecha del devengo del mismo. 
Por tanto, la Ordenanza Fiscal a aplicar a una determinada liquidación ha de haber sido publicada 
en el correspondiente Boletín Oficial con anterioridad al devengo del tributo, publicación que de 
ser íntegra y definitiva. Al respecto, el Alto Tribunal destaca que “producida la vigencia de las Orde-
nanzas a partir de su publicación definitiva e íntegra, no cabe que las mismas gocen de virtualidad 
retroactiva y se apliquen, en contra de los principios jurídicos más elementales, a unas situaciones 
– los devengos liquidatorios producidos con anterioridad a dicha fecha - cuyos hechos imponibles 
eran anteriores, ostensiblemente, a la citada fecha de publicación” (entre otras, las Sentencias del 
Tribunal Supremo de 16 de julio de 1993, 15 de julio, 28 de octubre, 3 y 9 de noviembre de 1995, 20 
de abril y 21 de octubre de 1996, 28 de enero y 27 de febrero de 1999, 18 de octubre de 2001, 10 de 
septiembre de 2009 y 19 de diciembre de 2011).

Atendiendo a esta jurisprudencia, el TEALH concluye que la propuesta de redacción de la Dispo-
sición final de las Ordenanzas Fiscales nº  2.01, 2.04, 2.05, 2.06, 2.07, 2.08, 2.11, 2.12, 2.13, 2.14 y 2.19 
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propuesta se adecua a la legalidad vigente, teniendo en cuenta que la fecha de entrada en vigor 
de las mismas -1 de enero de 2025- será posterior a su publicación en el Boletín Oficial de la Pro-
vincia después de su aprobación por el Pleno del Ayuntamiento de L’Hospitalet de Llobregat del 
presente mes de septiembre. En consecuencia, el Pleno del Tribunal Económico-Administrativo 
de L’Hospitalet acuerda por unanimidad informar favorablemente la propuesta de redacción de 
la disposición final de las O.F. 2.01, 2.04, 2.05, 2.06, 2.07, 2.08, 2.11, 2.12, 2.13, 2.14 y 2.19.

	 3.3.3. Ordenanza Fiscal nº 2.13, reguladora de la Tasa por la utilización privativa o el 
aprovechamiento del suelo, vuelo y subsuelo de la vía pública.

En fecha 23 de enero de 2024 se solicitó dictamen en relación a la propuesta de modificación de la 
ordenanza fiscal 2.13, reguladora de la Tasa por la utilización privativa y el uso común especial del 
suelo, vuelo y subsuelo de la vía pública.

El Tribunal Económico-Administrativo de L’Hospitalet emite informe favorable en relación a la pro-
puesta de modificación de la ordenanza fiscal 2.13, reguladora de la Tasa para la utilización privativa 
y el uso común especial del suelo, vuelo y subsuelo de la vía pública. Los fundamentos jurídicos y las 
observaciones de este informe fueron los siguientes:

.../...

SEGUNDA. En el dictamen de este TEALH de 26 de julio de 2023 sobre esta misma ordenanza fiscal 
(la 2.13), nos pronunciamos sobre la imposibilidad de crear nuevas exenciones no reguladas en nin-
guna ley y sobre la posibilidad de crear bonificaciones si se tenía en cuenta el principio de capacidad 
económica.

Así, dijimos que “no se pueden ampliar los supuestos de exenciones más allá de los establecidos en 
el artículo 21.2 del TRLRHL, que dispone:

“2. El Estado, las comunidades autónomas y las entidades locales no están obligados a pagar las tasas 
por utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio público por los aprovechamientos 
inherentes a los servicios públicos de comunicaciones que exploten directamente y para todos los que 
inmediatamente interesen a la seguridad ciudadana o a la defensa nacional.”

Por los que respecta a la bonificación del 80% recogida en el apartado 4.1 del artículo 4, se podría 
graduar la cuota en determinados casos (no en todos) en los que se puede tener en cuenta la ca-
pacidad económica de los que han de pagar la tasa, al amparo de lo que dispone el artículo 24.4 del 
TRLRHL que establece:

“Para la determinación de la cuantía de las tasas podrán tenerse en cuenta criterios genéricos de 
capacidad económica de los sujetos obligados a satisfacerlas”.

Se ha de recordar, como se ha dicho antes, que este TEALH entiende que la referencia genérica al 
principio de capacidad económica establecida en el artículo 24.4 del TRLRHL no permite aplicar 
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ninguna bonificación que esté basada en criterios sectoriales o personales -hacia determinados 
sujetos en base a su naturaleza jurídica, por ejemplo- sino que tales beneficios fiscales han de fun-
damentarse en índices globales o genéricos de capacidad económica, entre los que el nivel de su 
renta o la magnitud de su patrimonio neto, por ejemplo, serían los más significativos. Así lo destacó 
el Tribunal Supremo en la sentencia de 31 de enero de 2019 (rec. nº 1898/2019), al concluir que, “(...) 
una vez respetado el límite máximo que significa el coste total del conjunto de servicios, el reparto 
individual de la tasa puede ser desigual mediante su modulación con criterios de capacidad econó-
mica; estos criterios habrán de estar objetivados y ser razonables; y el reparto individual habrá de 
efectuarse con pautas de proporcionalidad que tengan en cuenta el grado de utilización del servicio”.

La sentencia nombrada llegaba a la conclusión de que era posible hacer pagar más a grandes 
consumidores de agua con finalidades no domésticas.

Entendimos así que el establecimiento de las tasas tiene carácter potestativo por los Ayunta-
mientos (art. 20 TRLRHL), pero, en caso que se haya impuesto una tasa por la prestación de un 
determinado servicio no existe la posibilidad de bonificar dicho tributo para determinados sujetos.

En definitiva, no existe una regla general que sirva para todos los casos, se tendrá que analizar caso 
por caso.

TERCERA. Podemos ahora ampliar estos fundamentos diciendo que la vigente legislación ha-
bilita la creación de beneficios fiscales en base al principio de capacidad económica o de otros 
principios constitucionales susceptibles de ser utilizados, tanto cuando implican no aumentar 
el importe de la tasa al resto de usuarios como cuando suponen aumentar el importe de la tasa 
exigida al resto de usuarios. La jurisprudencia mayoritaria respalda esta última interpretación, 
en el sentido de que el límite del coste del servicio o actividad se refiere al coste total y no a cada 
una de las prestaciones o actividades (sentencia del Tribunal Supremo de 20 de marzo de 1998, 
Ar. 2267). Así, a título de ejemplo, podemos citar la exención por pobreza en la tasa de incendios, 
los beneficios fiscales para entidades culturales, pensionistas, familias numerosas y parados en 
la tasa de recogida de basuras o en la tasa de abastecimiento de agua, etc.

CUARTA. Ahora se trata de ver si los supuestos de no sujeción regulados en la ordenanza fiscal 
para entidades sin ánimo de lucro (entre otras, Cruz Roja Española, ONCE y entidades inscritas en 
el registro municipal que realicen actividades complementarias a las municipales), determinados 
centros de enseñanza, la actividad de rodaje de películas, actividades coordinadas por el ayunta-
miento, promoción de la ciudad y actividades de partidos políticos y sindicatos, que se pretende 
aprobar, son conformes a Derecho.

Concretamente, los supuestos siguientes (artículo 4.2 de la Ordenanza Fiscal):

“No estarán sujetas a la tasa, independientemente de la obligación de solicitar las licencias, auto-
rizaciones o concesiones municipales correspondientes, en atención al interés general y la falta 
de finalidad lucrativa, las ocupaciones cuando no lleven aparejada una utilidad económica para la  
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persona autorizada o, todo y existir esta utilidad, la utilización o aprovechamiento suponga condi-
ciones o contraprestaciones para el beneficiario que anulen o hagan irrelevante aquella.

En los casos previstos en este párrafo, se hará constar tal circunstancia en los pliegos de condiciones 
o cláusulas de la autorización y/o de la concesión demanial.

Se considera que tienen interés general, no tienen finalidad lucrativa, y no llevan aparejada una 
utilidad económica o esta es irrelevante, para la persona autorizada, entre otras, las siguientes uti-
lizaciones, disfrutes o aprovechamientos: 

a.	 La ocupación de la vía pública realizada directamente por entidades sin ánimo de lucro para 
finalidades de interés general que constituyan su objeto social o finalidad, sin desarrollar acti-
vidades económicas ajenas a su finalidad estatutaria y siempre que estén al corriente de sus 
obligaciones fiscales con el Ayuntamiento. Son consideradas entidades sin ánimo de lucro:

•	 Las entidades sin ánimo de lucro definidas en el artículo 2 y la disposición adicional no-
vena de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines 
lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.

•	 La Cruz Roja Española, según el artículo 7 del Real Decreto 415/1996, de 1 de marzo, por el 
que se establecen las normas de ordenación de la Cruz Roja Española.

•	 La Organización Nacional de Ciegos Españoles (ONCE), de conformidad con su ausencia 
de ánimo de lucro y su persecución del interés general, según sus estatutos y el artículo 
1 Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, por el que se reordena la Organización Nacional 
de Ciegos Españoles.

•	 Las entidades inscritas en el Registro municipal de entidades de interés Municipal que 
realicen actividades complementarias a las competencias municipales, como activi-
dades cívicas, educativas, científicas, culturales, deportivas, sanitarias, promotoras de 
valores constitucionales derechos humanos, sostenibilidad, medio ambiente, asistencia 
social, cooperación al desarrollo, defensa delos consumidores y usuarios, objetivos de la  
Agenda 21, economía social, investigación, voluntariado social, atención a personas con 
riesgo de exclusión, soporte mutuo y otros de interés similar.

b.	 La ocupación de la vía pública realizada por centros de enseñanza en los niveles de educa-
ción obligatoria y los centros de enseñanza reglada de cine, fotografía y audiovisuales, así 
como los/las estudiantes matriculados en dichos centros, siempre que soliciten permiso como 
ejercicio académico.

c.	 La ocupación de la vía pública para el rodaje de películas o videos y sesiones fotográficas 
institucionales, siempre que no tenga finalidad comercial, sin perjuicio de la obligatoriedad de 
obtener la autorización municipal pertinente y de pagar los servicios que se requieran con este 
motivo, así como los gastos originados por el deterioro y los desperfectos que puedan causar.
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d.	 La ocupación de la vía pública para realizar actividades artísticas, culturales o informativas 
a pie de calle, cuando estas estén reguladas, organizadas y coordinadas desde las diferentes 
áreas del Ayuntamiento o los diferentes distritos municipales.

e.	 La ocupación de la vía pública para la promoción de la ciudad, cuando así lo determine la 
licencia o autorización municipal.

f.	 La ocupación de la vía pública por partidos políticos y sindicatos en relación a actividades 
propias de carácter político o sindical que tengan como objetivo campañas de sensibilización 
o divulgativas de interés general. Las ocupaciones de la vía pública por partidos políticos 
durante el periodo comprendido entre la convocatoria de elecciones y la celebración de las 
elecciones se rigen por lo que dispone la Ley orgánica del régimen electoral general y las 
instrucciones dictadas por la Junta Electoral Central.

En todos los casos, las actividades realizadas en la ocupación de la vía pública han de ser gratuitas 
y no comportar ningún tipo de contraprestación por parte de los beneficiarios o participantes, ni 
formar parte de una campaña o acto que implique una contraprestación o explotación por parte de 
un tercero.”

Un análisis esmerado de la jurisprudencia del Tribunal Supremo nos dará las herramientas nece-
sarias para ver en qué casos es posible regular supuestos de no sujeción en relación a las tasas.

QUINTA. En primer lugar, tenemos la sentencia del Tribunal Supremo de 16 de julio de 1998 (rec. 
12211/1991), en la que, en relación al área verde de aparcamiento, el Tribunal concluye que se puede 
discriminar por razón de empadronamiento. En el mismo sentido la sentencia del Tribunal Su-
premo de 15 de julio de 2002 (rec. 7729/1997), considera posible discriminar en la tasa de aparca-
miento en función de la residencia, que exige normalmente el empadronamiento, para establecer 
diferenciaciones sustanciales en las tasas, con el argumento de que el residente, con domicilio 
en la zona ORA, merece la consideración de usuario especial y como tal puede convertirse en una 
circunstancia o elemento de diferenciación jurídicamente atendible, sin que eso suponga nece-
sariamente una vulneración del principio de igualdad.

Posteriormente, en la sentencia de 12 de julio de 2006 (rec. 3526/2001), en un caso de tasa por 
suministro de agua, el Tribunal Supremo entendió que no se podía discriminar por razón de em-
padronamiento.

El Tribunal Constitucional, en la sentencia 77/2015, de 27 de abril, en un caso del impuesto sobre 
transmisiones patrimoniales, entiende que no es correcto: “la exclusión de los recurrentes del 
ámbito de aplicación de un beneficio fiscal previsto para las familias numerosas, introduciendo 
una diferencia de trato que no solo carece de una justificación objetiva y razonable, sino que, 
además, provoca una consecuencia que resulta excesivamente gravosa”. “Una vez que el legislador 
ha optado por garantizar la protección económica de las familias numerosas”, explica, los órganos judi-
ciales “no pueden interpretar las disposiciones legales aplicables de un modo incompatible con la 
Constitución, cuando es posible otra interpretación alternativa –como hizo el Tribunal Económico 
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Administrativo Regional de Madrid- sin violentar la letra de la ley”. “Al no hacerlo, el órgano judicial 
ha impedido servir a la finalidad constitucional de asegurar la protección económica de la familia 
(art. 39.1 CE), en este caso, de la familia numerosa”.

El Tribunal Supremo en la sentencia de 23 de septiembre de 2015 (rec. 1951/2013), en relación a la 
utilización de unas instalaciones deportivas entendió que no se podía discriminar por razón de 
empadronamiento.

Llega a la misma conclusión la sentencia de 13 de diciembre de 2019 (rec. 1727/2019), en la que 
dice el Tribunal Supremo que no se puede excluir de pago en función del empadronamiento o del 
tipo de bienes (bienes inmuebles de características especiales), pero sí es posible no hacer pagar 
a personas paradas, pensionistas o familias numerosas.

Más recientemente, si bien no se trata de una tasa, sino del recargo del Área metropolitana de 
Barcelona en relación al impuesto sobre bienes inmuebles, son también interesantes e ilustrativas 
las Sentencias del Tribunal Suprem nº 310 de 10 de marzo de 2022, y 810, 811 y 823, de 16, 19 y 20 de 
junio de 2023, respectivamente.

SEXTA. La más reciente doctrina la ha establecido el Tribunal Supremo en su sentencia de 20 de 
julio de 2023 (rec. 1064/2023), en relación a la bonificación de la tasa por la utilización de una pis-
cina, frontón e instalaciones deportivas municipales. En esta sentencia se vuelve a reiterar lo que 
se había dicho en la sentencia de 13 de desembre de 2019 nombrada antes, en el sentido de que no 
se puede bonificar el pago en función del empadronamiento, dado que genera una discriminación 
en perjuicio de residentes en pueblos vecinos. Se dice en la sentencia de 20 de julio de 2023, en 
su fundamento jurídico quinto:

QUINTO. El efecto de la bonificación en el principio de igualdad. […]

Este escenario conduce a indagar si el empadronamiento, como criterio o requisito reglamentario 
para el disfrute de un beneficio fiscal en un tributo local, sintoniza con el principio constitucional de 
igualdad, que emerge, así, como canon directo de enjuiciamiento.

El significado del principio de igualdad, claramente delimitado por la doctrina constitucional, com-
porta “primordialmente que los ciudadanos han de ser tratados de un modo igual en la propia Ley, 
de lo que se deriva la interdicción de aquellas diferenciaciones legales que sean arbitrarias o des-
proporcionadas, carentes de la necesaria justificación objetiva y razonable [...] Concretamente, el 
Tribunal Constitucional ha declarado que el derecho a la igualdad ante la Ley impone al Legislador 
y a quienes aplican la Ley la obligación de dispensar un mismo trato a quienes se encuentren en 
situaciones jurídicas equiparables con prohibición de toda discriminación o desigualdad de tra-
to que, desde el punto de vista de la finalidad de la norma cuestionada, carezca de justificación  
objetiva y razonable; de modo que “para que las diferenciaciones normativas puedan considerarse no 
discriminatorias resulta indispensable que exista una justificación objetiva y razonable, de acuerdo 
con criterios y juicios de valor generalmente aceptados, cuya exigencia deba aplicarse en relación 
con la finalidad y efectos de la medida considerada, debiendo estar presente, por ello, una razonable 
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relación de proporcionalidad entre los medios empleados y la finalidad perseguida, y dejando en de-
finitiva al Legislador con carácter general la apreciación de situaciones distintas que sea procedente 
diferenciar y tratar desigualmente” ( SSTC 75/83, de 3 de agosto, ECLI:ES:TC:1983:75, y 308/1994, de 
21 de noviembre, rec. 2052/1991, ECLI:ES:TC:1994:308).

[…]

Sin embargo, la consideración lógica y funcional que unas ordenanzas reguladoras del aparcamiento 
presentan con el criterio del empadronamiento, no se encuentra presente en este caso en el que, 
entendemos, no cabe otorgar relevancia jurídica a dicha circunstancia como elemento distintivo.
En otras palabras, aquellos precedentes no pueden justificar en el presente caso, un importe más 
favorable para los usuarios o contribuyentes según estén o no empadronados.

[…]

Por tanto, a la vista de todo lo expresado, no cabe advertir que el empadronamiento se erija en un 
criterio razonable y objetivo a los efectos de justificar la diferencia entre los usuarios de las instala-
ciones polideportivas, piscinas y frontones municipales a la hora de abonar la tasa correspondiente.

SEXTO. Contenido interpretativo de esta sentencia y resolución de las pretensiones deducidas en 
el proceso. De conformidad con el artículo 93.1 LJCA, en función de lo razonado precedentemente, 
procede declarar lo siguiente:

Un ayuntamiento no puede establecer diferencias cuantitativas en una tasa por la utilización de 
frontones, piscinas e instalaciones polideportivas municipales, atendiendo a que los usuarios estén 
o no empadronados en el municipio, al no erigirse el empadronamiento, en este caso, en un criterio 
razonable y objetivo a los efectos de justificar aquellas.”

SÉPTIMA. En el presente caso, los supuestos de no sujeción establecidos en la ordenanza fiscal 
que se quiere aprobar, son conformes a Derecho, dado que, en primer lugar, el ayuntamiento está 
procediendo a la regulación de una tasa, tributo no obligatorio según los artículos 20.1 y 57 de la Ley 
reguladora de las Haciendas Locales de 5 de marzo de 2004, de la que puede delimitar su alcance 
en cuanto a la definición del hecho imponible. La definición del hecho imponible se complementa 
con el establecimiento de supuestos de no sujeción, tal como dispone el artículo 20.2 de la Ley 
general tributaria de 17 de diciembre de 2003.

En segundo lugar, los supuestos de no sujeción establecidos en la ordenanza fiscal objeto de 
este dictamen se estima que son razonables, justificados, no suponen la utilización de la vía 
pública de forma indefinida o de larga duración, tienen en cuenta en muchos casos la capa-
cidad económica y se relacionan también en muchos casos con principios constitucionales.  
Estos supuestos no se estima que sean arbitrarios o desproporcionados, ni carecidos de justifi-
cación objetiva.
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En tercer lugar, podemos concluir que se trata de usuarios especiales, y esta circunstancia o ele-
mento de diferenciación hace que sean jurídicamente atendibles los supuestos de no sujeción, 
sin que esto suponga necesariamente una vulneración del principio de igualdad, de conformidad 
con la sentencia del Tribunal Supremo de 15 de julio de 2002 antes mencionada.

En cuarto lugar, se estima que los supuestos de no sujeción de la ordenanza fiscal, se han es-
tablecido de acuerdo con criterios y juicios de valor generalmente aceptados en relación a la 
finalidad perseguida y sus efectos, supuestos diferentes al del hecho imponible que el plenario 
del ayuntamiento, cuando aprueba la ordenanza fiscal, puede diferenciar y tratar desigualmente, 
sin que esto suponga violar el principio de igualdad, de conformidad con la sentencia del Tribunal 
Supremo de 20 de julio de 2023 antes mencionada. Al contrario, precisamente la aplicación del 
principio de igualdad al ámbito tributario supone tratar de forma desigual situaciones que no son 
iguales (sentencia del Tribunal Constitucional n.º 76/1990).

En definitiva, como se expresa en el nuevo artículo 4.2 de la ordenanza fiscal, estamos ante casos 
de interés general, con carencia de finalidad lucrativa, de ocupaciones que no llevan aparejada 
una utilidad económica o, a pesar de existir esta utilidad, la utilización o aprovechamiento supone 
condiciones o contraprestaciones para el beneficiario que anulan o hacen irrelevante aquella. Se 
trata de ocupaciones gratuitas y que no comportan ningún tipo de contraprestación por parte 
de los beneficiarios o participantes, ni forman parte de una campaña o acto que implique una 
contraprestación o explotación por parte de un tercero.

En conclusión, se informa favorablemente la propuesta de modificación de la ordenanza fiscal 2.13 
reguladora de la Tasa para la utilización privativa y el uso común especial del suelo, vuelo y subsue-
lo de la vía pública. No obstante, se recomienda añadir al final del primer párrafo del artículo 2, para 
que se pueda considerar un supuesto de no sujeción: “, siempre y cuando no respondan al interés 
general o lleven aparejada una utilidad económica en los términos establecidos en el artículo 4.2.”.

En fecha 3 de septiembre de 2024 se solicitó dictamen del TEALH respecto a la propuesta de re-
dacción de la disposición final de las ordenanzas fiscales n.º 2.01, 2.04, 2.05, 2.06, 2.07, 2.08, 2.11, 
2.12, 2.13, 2.14 y 2.19. En concreto, la propuesta de redacción de la disposición final de las mencio-
nadas ordenanzas fiscales que se somete a dictamen del TEALH es la siguiente:

“Disposición final

La presente Ordenanza, aprobada definitivamente por el Ple el xx de xxxxxx de 202x, comenzará a 
regir a partir del 1 de enero de 2025 y continuará vigente mientras no se acuerde la modificación o 
derogación.”

Teniendo en cuenta el establecido en los artículos 10.1 LGT, 107.1 LBRL y 17.4 del TRLRHL, las Orde-
nanzas Fiscales entran en vigor en el momento de su publicación al Boletín Oficial de la Provincia, 
excepto que en ellas se establezca un plazo diferente. Hay que tener en cuenta que en este último 
supuesto la fecha de entrada en vigor fijada a la Ordenanza tiene que ser posterior a su publica-
ción evitando, así, cualquier efecto retroactivo de la norma. En este sentido, el Tribunal Supremo 
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ha puesto reiteradamente de relevo que las normas aplicables para llevar a cabo la liquidación 
de un tributo son las que se encuentran vigentes en la fecha de devengo del mismo. Por lo tanto, 
la Ordenanza Fiscal a aplicar a una determinada liquidación tiene que haber sido publicada en 
el correspondiente Boletín Oficial con anterioridad al devengo del tributo, publicación que tiene 
que ser íntegra y definitiva. Al respeto, el Alto Tribunal destaca que “producida la vigencia de 
las Ordenanzas a partir de su publicación definitiva e íntegra, no cabe que las mismas gocen de 
virtualidad retroactiva y se aplican, en contra de los principios jurídicos más elementales, a unas 
situaciones –los devengos liquidatorios producidos cono anterioridad a dicha fecha- cuyos he-
chos imponibles eran anteriores, ostensiblemente, a la citada fecha de publicación” (entre otros, 
Sentencias del Tribunal Supremo de 16 de julio de 1993, 15 de julio, 28 de octubre, 3 y 9 de noviembre 
de 1995, 20 de abril y 21 de octubre de 1996, 28 de enero y 27 de febrero de 1999, 18 de octubre de 
2001, 10 de septiembre de 2009 y 19 de diciembre de 2011).

Atendiendo esta jurisprudencia, el TEALH concluye que la propuesta de redacción de la Disposi-
ción final de las Ordenanzas Fiscales n.º 2.01, 2.04, 2.05, 2.06, 2.07, 2.08, 2.11, 2.12, 2.13, 2.14 y 2.19 
propuesta se adecua a la legalidad vigente, teniendo en cuenta que la fecha de entrada en vigor 
de las mismas –1 de enero de 2025– será posterior a su publicación al Boletín Oficial de la Pro-
vincia después de su aprobación por el Pleno del Ayuntamiento de L’Hospitalet de Llobregat del 
presente mes de septiembre. En consecuencia, el Pleno del Tribunal Económico-Administrativo 
de L’Hospitalet acuerda por unanimidad informar favorablemente la propuesta de redacción de 
la disposición final de las OF 2.01, 2.04, 2.05, 2.06, 2.07, 2.08, 2.11, 2.12, 2.13, 2.14 y 2.19.

	 3.3.4. Ordenanza Fiscal nº 2.19, reguladora de la tasa por el uso de equipamientos  
municipales para la celebración de matrimonios civiles.

En fecha 18 de enero de 2024 se solicitó dictamen del TEALH respecto a la propuesta de modifi-
cación de la ordenanza fiscal nº 2.19.

La propuesta de modificación objeto de valoración en el dictamen emitido por el TEALH consiste, 
esencialmente, en un incremento de la cuantía a exigir por el uso privativo del espacio denominado 
Palacete Can Buxeres con ocasión de la celebración de matrimonios civiles.

Como bien se indica en el informe técnico económico elaborado para la determinación de la tarifa 
correspondiente a dicha tasa, el artículo 25 TRLRHL establece la obligatoriedad de elaborar un 
informe técnico-económico en que se ponga de manifiesto el valor de mercado del bien como 
referencia para fijar el importe de la tasa por utilización privativo o aprovechamiento especial 
del dominio público. En este contexto, se entiende como valor de mercado el valor que tendría la 
utilidad derivada de la utilización o aprovechamiento si los bienes afectados no fuesen de domi-
nio público. A tal efecto, la doctrina ha considerado que se ha de identificar el referido valor de  
mercado que costaría el arrendamiento del bien en caso de que fuese privado, teniendo en cuenta, 
en primer lugar, el valor de adquisición del suelo y, en su caso, de la construcción, según la zona 
donde está situado o su categoría y, adicionalmente, la duración del aprovechamiento y la superficie 
ocupada. Este Tribunal Económico-Administrativo entiende que en el informe técnico-económico 
elaborado para realizar la propuesta de modificación se han seguido las previsiones nombradas.
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Asimismo, una vez determinado el valor de mercado, la distribución de la tasa entre los potenciales 
usuarios del espacio público local se ha realizado teniendo en cuenta datos reales facilitados por 
la Oficina de Protocolo de matrimonios civiles a realizar en el Palacete de Can Buxeres durante el 
año 2024, de manera que el importe resultante se ajusta al contenido del principio de equivalencia 
que rige el establecimiento de las tasas.

Atendido lo anterior, las modificaciones propuestas se informan favorablemente, dado que se 
ajustan a las previsiones contenidas en la LGT, en la LBRL y en el TRLRHL. Aun así, el TEALH hace 
una observación en relación a la redacción del artículo 9 de la Ordenanza Fiscal. Aunque este 
artículo no es objeto de modificación, el TEALH entiende que las previsiones que contiene exigen 
su supresión o bien modificar el importe de la tasa para los supuestos establecidos en el mismo. 
En concreto, dicho artículo determina que:

“El Ayuntamiento, por razones operativas o de disponibilidad de espacios o por causas de fuerza 
mayor, podrá modificar el lugar de celebración del matrimonio, igualmente los podrán variarse por 
las razones expuestas”.

Teniendo en cuenta que el importe de la tasa se ha justificado ateniendo al valor de mercado de 
un espacio concreto -el Palacete de Can Buxeres- no se ajusta a los principios que han de regir el 
establecimiento de una tasa el hecho que se haga pagar el mismo importe cuando el bien que es 
objeto del correspondiente uso privativo es diferente al que ha sido objeto de cuantificación en 
el informe técnico-económico. Así, si existieran razones que obligasen al Ayuntamiento a modi-
ficar el lugar de celebración del matrimonio, el importe de la tasa tendrá que ser determinado en 
función del valor de dicho bien y no del que actualmente consta en la propuesta de modificación 
de la ordenanza fiscal que es objeto del presente informe.

Ante este hecho, el TEALH propone suprimir la referencia al cambio de lugar de celebración del 
matrimonio o bien, si a tal efecto se dispone de otro espacio que se puede utilizar en caso que sea 
necesario el cambio de lugar de celebración del matrimonio, elaborar el correspondiente informe 
técnico-económico que permita determinar el importe de la tasa a exigir en estos casos puntuales.

En fecha 3 de septiembre de 2024 se solicitó dictamen del TEALH respecto a la propuesta de re-
dacción de la disposición final de las ordenanzas fiscales números 2.01, 2.04, 2.05, 2.06, 2.07, 2.08, 
2.11, 2.12, 2.13, 2.14 y 2.19. En concreto, la propuesta de redacción de la disposición final de dichas 
ordenanzas fiscales que se somete a dictamen del TEALH es la siguiente:

“Disposición final

La presente Ordenanza, aprobada definitivamente por el Pleno el xx de xxxxxx de 202x, comenzará 
a regir a partir del 1 de enero de 2025 y continuará vigente mientras no se acuerde la modificación 
o derogación”.

Teniendo en cuenta lo establecido en los artículos 10.1 LGT, 107.1 LBRL y 17.4 del TRLRHL, las Or-
denanzas Fiscales entran en vigor en el momento de su publicación en el Boletín Oficial de la 
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Provincia, excepto que en ellas se establezca un plazo diferente. Se ha de tener en cuenta que en 
este último supuesto la fecha de entrada en vigor fijada en la Ordenanza ha de ser posterior a su 
publicación evitando, así, cualquier efecto retroactivo de la norma. En este sentido, el Tribunal 
Supremo ha puesto reiteradamente de manifiesto que las normas aplicables para llevar a cabo la 
liquidación de un tributo son las que se encuentran vigentes en la fecha de devengo del mismo. 
Por tanto, la Ordenanza Fiscal a aplicar a una determinada liquidación ha de haber sido publica-
da en el correspondiente Boletín Oficial con anterioridad al devengo del tributo, publicación que 
ha de ser íntegra y definitiva. Al respecto, el Alto Tribunal destaca que “producida la vigencia de 
las Ordenanzas a partir de su publicación definitiva e íntegra, no cabe que las mismas gocen de 
virtualidad retroactiva y se apliquen, en contra de los principios jurídicos más elementales, a unas 
situaciones - los devengos liquidatorios producidos con anterioridad a dicha fecha - cuyos hechos 
imponibles eran anteriores, ostensiblemente, a la citada fecha de publicación” (entre otras, Sen-
tencias del Tribunal Supremo de 16 de julio de 1993, 15 de julio, 28 de octubre, 3 y 9 de noviembre 
de 1995, 20 de abril y 21 de octubre de 1996, 28 de enero y 27 de febrero de 1999, 18 de octubre de 
2001, 10 de septiembre de 2009 y 19 de diciembre de 2011).

Ateniéndose a esta jurisprudencia, el TEALH concluye que la propuesta de redacción de la Dispo-
sición final de las Ordenanzas Fiscales números 2.01, 2.04, 2.05, 2.06, 2.07, 2.08, 2.11, 2.12, 2.13, 2.14 
y 2.19 propuesta se adecua a la legalidad vigente, teniendo en cuenta que la fecha de entrada en 
vigor de las mismas -1 de enero de 2025- será posterior a su publicación en el Boletín Oficial de la 
Provincia después de su aprobación por el Pleno del Ayuntamiento de L’Hospitalet de Llobregat del 
presente mes de septiembre. En consecuencia, el Pleno del Tribunal Económico-Administrativo 
de L’Hospitalet acuerda por unanimidad informar favorablemente la propuesta de redacción de 
la disposición final de las OF 2.01, 2.04, 2.05, 2.06, 2.07, 2.08, 2.11, 2.12, 2.13, 2.14 y 2.19.

	 3.3.5. Ordenanza fiscal nº 2.21, reguladora de la Tasa por la prestación municipal del 
servicio de recogida y transporte de residuos municipales.

En fecha 26 de abril de 2024 se solicitó informe del TEALH en relación a la propuesta de estable-
cimiento y aprobación de la Ordenanza Fiscal número 2.21, reguladora de la tasa por la prestación 
del servicio de gestión de residuos municipales.

Con carácter previo a la emisión del informe, este TEALH hace una serie de reflexiones en relación 
a la naturaleza jurídica de la prestación patrimonial exigible por la prestación del correspondien-
te servicio. En este punto, el TEALH considera que la prestación establecida en la Ordenanza  
Fiscal 2.21 se ajusta a la legalidad vigente, a pesar de que en el informe justificativo se determina 
que este servicio será prestado en régimen de gestión indirecta, son diversos los elementos que 
ponen de manifiesto que el concesionario desarrollará una función instrumental, siendo el Ayun-
tamiento el responsable de elaborar el padrón de los correspondientes obligados tributarios, con 
las altas y las bajas que corresponda y quien llevará a cabo los actos de liquidación, recaudación 
e inspección de la contraprestación satisfecha por los usuarios.
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Una vez hecha esta observación y analizada la propuesta de establecimiento y aprobación de la 
Ordenanza Fiscal, el TEALH acuerda por unanimidad informarla favorablemente, con las siguientes 
consideraciones y observaciones:

−	Artículo 2, apartado 1: se propone completar la definición del hecho imponible incorporando 
una referencia a los “residuos que se puedan generar” con el fin de dar coherencia a los 
supuestos sujetos al tributo y los elementos tenidos en cuenta en su proceso de cuantifi-
cación.

−	Artículo 3: En sentido similar a la observación anterior, se propone un cambio en la redac-
ción del apartado primero de este artículo a la vez que incorporar un tercer apartado, para 
dar coherencia a la definición de los sujetos pasivos de la tasa con la definición del hecho 
imponible y su cuantificación. En concreto, se propone eliminar la referencia a las “perso-
nas empadronadas” que se realiza en el apartado primero y la incorporación del siguiente 
texto como último apartado del artículo: “Si el inmueble se encuentra desocupado, el sujeto 
pasivo será el propietario, usufructuario o titular de un derecho de disfrute sobre el mismo”.

−	Artículo 4, apartados 2 y 3: El TEALH destaca la reiteración innecesaria que se efectúa en 
los apartados 2 y 3 de este artículo hacia los sucesores tributarios y se propone englobar, 
bajo un único apartado, la información correspondiente. 

−	Artículo 6: Según se explicita en la memoria económica que acompaña a la propuesta que 
se somete a valoración del TEALH, la cuota tributaria aparece modulada por dos paráme-
tros: la superficie catastral de la vivienda y la cantidad de personas empadronadas -o en 
el caso de las viviendas de uso turístico, el aforo-. Entonces se pondera el peso de cada 
uno de dichos parámetros en la cuantificación de la tasa en unos porcentajes del 30% y el 
70%, respectivamente, aplicando unos escalados no proporcionales dirigidos a modular el 
incremento de la superficie y el número de personas empadronadas en relación a la poten-
cial generación de residuos. Este Tribunal Económico-Administrativo considera que esta 
configuración tiene en cuenta aspectos diversos que permiten aproximar la distribución de 
la tasa a los potenciales residuos generados por habitante y, en consecuencia, considerar 
que respeta la legalidad vigente.

−	Artículo 9, apartado 1: El TEALH hace la misma observación que en el artículo 2 de la Orde-
nanza. Así, recomienda la incorporación de una referencia a los “residuos que se puedan 
producir” para dar coherencia a los supuestos de hecho sujetos al tributo y los elementos 
tenidos en cuenta para efectuar la correspondiente cuantificación.

−	Ateniéndonos a la observación anterior, se propone cambiar el título del Capítulo II de la 
Ordenanza Fiscal por el siguiente: “Servicio de recogida y transporte de residuos municipales 
generados o que se puedan generar como consecuencia de actividades económicas”.

−	Artículo 10, apartado 2: Este artículo detalla el procedimiento que han de seguir los titulares 
de actividades comerciales que deseen utilizar un sistema de gestión de residuos diferente 
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del establecido por el Ayuntamiento. El TEALH destaca la falta de una referencia expresa 
al plazo del que dispone el titular para presentar el correspondiente proyecto integral de 
residuos, tanto si ya estaba llevando a cabo la actividad como en caso de que no lo hubiese 
hecho con carácter previo, pero quisiese hacerlo. Por este motivo, se propone incorporar 
una fecha o plazo concreto y determinado a tal efecto, teniendo en cuenta el tiempo que 
necesita el Ayuntamiento para analizar y aprobar el proyecto presentado por el adminis-
trado con el fin de disponer de la información necesaria al inicio del periodo impositivo 
que corresponda y conocer, por tanto, si será o no sujeto pasivo de la tasa o bien quedará 
excluido de la misma por disponer de un sistema de gestión de residuos propio.

−	Artículo 11, apartados 2 y 3: El TEALH destaca la reiteración innecesaria que se efectúa en 
los apartados 2 y 3 de este artículo en relación a los sucesores tributarios y se propone 
englobar, bajo un único apartado, la información correspondiente.

−	Artículo 12: En relación a la distribución del importe de la tasa entre los usuarios del ser-
vicio, en el informe técnico-económico elaborado al efecto se constata que son dos los 
parámetros que se toman en consideración: la tipología de actividad comercial, industrial 
o profesional y la superficie del local o establecimiento en el que se desarrolla la correspon-
diente actividad. Asimismo, el primer parámetro indicado está clasificado por fracciones, 
ateniendo a al tipo de residuos que se pueden generar, y se distribuyen los costes directos e 
indirectos del servicio entre las diversas fracciones. A la vez, se hace un escalado ateniendo 
a la superficie del establecimiento en que se desarrolla la actividad económica con el fin de 
distribuir el gasto entre cada uno de los cuatro grupos establecidos. Este Tribunal Econó-
mico-Administrativo considera que esta configuración tiene en cuenta aspectos diversos 
que permiten aproximar la distribución de la tasa a los potenciales residuos generados den 
el desarrollo de las diferentes actividades comerciales, industriales o profesionales que se 
lleven a cabo en el municipio. 

El 17 de mayo de 2024 se solicita al TEALH que dictamine sobre la propuesta de redacción del ar-
tículo 6 de la Ordenanza Fiscal número 2.21, propuesta que se efectúa con la finalidad de adecuar 
la cuota tributaria de la tasa de gestión de residuos que corresponde satisfacer a los titulares de 
inmuebles desocupados. 

El TEALH emite informe favorable con las siguientes observaciones:

-	Según la redacción del apartado primero del artículo 6 propuesta, “la cuota tributaria de los 
inmuebles desocupados se determinará en función de la superficie catastral”. A su vez, en 
el apartado 6º de dicho artículo 6 se recoge el importe de la cuota tributaria a satisfacer por 
los obligados tributarios, cuota que es determinada atendiendo a la superficie catastral del 
inmueble y al número de personas empadronadas en el mismo. En este contexto, el TEALH 
pone de manifiesto que el importe de la cuota tributaria correspondiente a los inmuebles 
desocupados ha estado incorrectamente calculado en cuanto que se tendría que haber 
determinado, única y exclusivamente, en atención a la superficie catastral, sin tener en 
cuenta el parámetro “personas empadronadas”.
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−	Al mismo tiempo, el TEALH pone de manifiesto que la circunstancia anterior determina la 
necesidad de redistribuir el coste inicialmente asignado a la otra parte de la cuota atribuida 
a los inmuebles desocupados entre el resto de contribuyentes de la tasa con el fin de garan-
tizar que esta prestación no sea deficitaria o, cuanto menos, se acerque lo máximo posible 
al coste total del servicio según se exige en la Ley 7/2022, de 8 de abril. En consecuencia, 
se indica la necesidad de rehacer el respectivo informe técnico-económico teniendo en 
cuenta esta circunstancia.

 
Con posterioridad, ante la posibilidad de que el contrato de limpieza viaria, recogida de residuos y 
limpieza del alcantarillado para los años 2025 al 2035 no estuviese adjudicado en fecha 1 de enero 
de 2025, en fecha 10 de junio de 2024 se solicita al TEALH dictamen sobre la propuesta de redac-
ción de una nueva disposición transitoria y la modificación de la disposición final de la Ordenanza 
Fiscal número 2.21, cuya literalidad es la siguiente:

“Disposición transitoria

Para el ejercicio 2025 la tasa para la prestación municipal del servicio de recogida y transporte de 
residuos municipales se devengará y nace la obligación de contribuir el día 1 de abril, para cumplir 
con el artículo 11.3 de la Ley 7/2022, del 8 de abril, de residuos y suelos contaminantes para una 
economía circular, que dispone que las entidades locales han de establecer en el plazo de tres años 
(antes del 10 de abril de 2025), una tasa o, si acaso, una prestación patrimonial de carácter público 
no tributaria, específica, diferenciada y no deficitaria, que permita implantar sistemas de pago por 
generación. Por tanto, para el 2025 la cuota se calculará proporcionalmente a los 3 trimestres na-
turales que resten por transcurrir del año.

Disposición final

La presente Ordenanza, aprobada definitivamente por el Ple el xx de xxxxxx de 202x, comenzará a 
regir a partir del 1 de abril de 2025 y continuará vigente mientras no se acuerde la modificación o 
derogación.”

El Ple del Tribunal Económico-Administrativo de L’Hospitalet acuerda por unanimidad informar 
favorablemente la redacción de las disposiciones transitoria y final de la Ordenanza fiscal número 
2.21, reguladora de la tasa para la prestación municipal del servicio de recogida y transporte de 
residuos municipales con las siguientes consideraciones y observaciones: 

En el marco de la regulación contenida en los apartados primero y segundo del artículo 26 del 
TRLRHL, los apartados primero y segundo del artículo 5 de la Ordenanza Fiscal 2.21 concretan 
el momento en que se produce el devengo de dicha tasa y determinan su periodo impositivo. En 
este contexto, la tasa de recogida y transporte de residuos es un tributo que tienen un devengo 
periódico en cuanto que, una vez establecido el servicio y puesto en funcionamiento, su devengo 
se producirá año tras año, cada día 1 de enero, siendo el periodo impositivo el año natural. Aun 
así, para el año 2025, el servicio comenzará a ser prestado a partir del mes de abril, circunstancia 
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que determinad que el hecho imponible de la tasa no pueda entenderse realizado hasta entonces 
y, en consecuencia, no nazca la obligación tributaria hasta dicho momento.

−	 	 A pesar de que, en base a las anteriores consideraciones, este Tribunal Económico-Admi-
nistrativo entiende que la propuesta de redacción de la disposición transitoria es correcta, 
se propone un pequeño cambio en la redacción para dejar constancia de la circunstancia 
esencial que motiva su incorporación al texto de la Ordenanza. En concreto, se propone la 
siguiente redacción:

“Disposición transitoria

Para el ejercicio 2025 la tasa para la prestación municipal del servicio de recogida y transporte de 
residuos municipales se devengará y nace la obligación de contribuir el día 1 de abril, momento en el 
que se iniciará la prestación de dicho servicio. Esta circunstancia permite, además, dar cumplimiento 
a lo establecido en el artículo 11.3 de la Ley 7/2022, del 8 de abril, de residuos y suelos contaminantes 
para una economía circular, que dispone que las entidades locales han de establecer en el plazo de 
tres años (antes del 10 de abril de 2025), una tasa o, si procede, una prestación patrimonial de carácter 
público no tributaria, específica, diferenciada y no deficitaria, que permita implantar sistemas de 
pago por generación.”

Asimismo, para el ejercicio 2025, el periodo impositivo comprende desde el día 1 de abril hasta el 
31 de diciembre, por lo que la cuota tributaria se calculará proporcionalmente a los tres últimos 
trimestres naturales del mismo.

−		En relación a la redacción de la disposición final, este Tribunal Económico-Administrativo 
no hace ninguna observación.

−		Finalmente, dado que en el momento de aprobarse la tasa objeto del presente informe esta-
ría vigente la Ordenanza Fiscal número 2.03, reguladora de la tasa por recogida de basuras 
del comercio, la industria y las actividades profesionales, el TEALH consideró adecuado 
incorporar al texto de la Ordenanza una disposición derogatoria que contribuyese a aclarar 
las obligaciones tributarias a satisfacer por los contribuyentes afectes. En concreto, se 
propone la incorporación de la siguiente Disposición derogatoria: 

“Disposición derogatoria

A partir de la entrada en vigor de la presente Ordenanza Fiscal el día 1 de abril de 2025 quedan dero-
gadas las disposiciones contenidas en la Ordenanza Fiscal número 2.03, reguladora de la tasa por 
recogida de basuras del comercio, la industria y las actividades profesionales.”
Finalmente, en fecha 4 de septiembre de 2024 se solicita dictamen complementario en relación 
a una nueva propuesta de redacción de la Disposición derogatoria y la Disposición final de la Or-
denanza Fiscal nº 2.21, cuya literalidad es la siguiente:
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“Disposición Derogatoria

A partir de la entrada en vigor de la presente Ordenanza Fiscal, el día 1 de enero de 2025, quedan 
derogadas las disposiciones contenidas en la Ordenanza Fiscal 2.03, reguladora de la tasa por re-
cogida de basuras del comercio, la industria y las actividades profesionales.

Disposición final

La presente Ordenanza, aprobada definitivamente por el Pleno el xx de xxxxxx de 202x, comenzará 
a regir a partir del 1 de enero de 2025 y continuará vigente mientras no se acuerde la modificación 
o derogación.”

Teniendo en cuenta lo que disponen los artículos 10.1 de la LGT, 107.1 de la LBRL y 17.4 del TRLRHL, 
queda claro que las Ordenanzas Fiscales entran en vigor en el momento de su publicación en el 
Boletín Oficial de la Provincia, excepto que en ellas se establezca un plazo diferente. Se ha de tener 
en cuenta que en este último supuesto la fecha de entrada en vigor fijada en la Ordenanza ha de ser 
posterior a su publicación evitando, así, cualquier efecto retroactivo de la norma (en este sentido, 
entre otras, Sentencias del Tribunal Supremo de 16 de julio de 1993, 15 de julio, 28 de octubre, 3 y 9 
de noviembre de 1995, 20 de abril y 21 de septiembre de 2009 y 19 de diciembre de 2011).

Este TEALH concluye, así, que la propuesta de redacción de la Disposición final de la Ordenanza 
Fiscal nº 2.21 reguladora de la tasa por la prestación municipal del servicio de recogida y transporte 
de residuos municipales propuesta, se adecua a la legalidad vigente, teniendo en cuenta que la 
fecha de entrada en vigor de la misma -1 de enero de 2025- será posterior a su publicación en el 
Boletín Oficial de la Provincia, después de su aprobación en el Pleno del Ayuntamiento de L’Hos-
pitalet de Llobregat en el mes de septiembre de 2024.

Por otro lado, teniendo en cuenta que la entrada en vigor de la Ordenanza Fiscal nº 2.21 reguladora 
de la tasa per la prestación municipal del servicio de recogida y transporte de residuos municipa-
les se fija el día 1 de enero de 2025, es coherente que en esta misma fecha es coherente que en esta 
misma fecha se produzca la derogación de las disposiciones contenidas en la Ordenanza Fiscal 
número 2.03, reguladora de la tasa por recogida de basuras del comercio, la industria y las activi-
dades profesionales, dado que su regulación se incorpora en el Capítulo II de dicha Ordenanza 2.21.

Teniendo en cuenta las consideraciones, observaciones y recomendaciones expuestas, el Pleno 
del Tribunal Económico-Administrativo de L’Hospitalet acordó por unanimidad informar favora-
blemente la propuesta de redacción de las disposiciones final y derogatoria de la Ordenanza Fiscal 
nº 2.21, reguladora de la tasa por la prestación municipal del servicio de recogida y transporte de 
residuos municipales.
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Además de la actividad realizada en cumplimiento las tres funciones legales antes nombradas 
previstas en el artículo 137 de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, el Tribunal Eco-
nómico-Administrativo de L’Hospitalet desarrolla cada año otras actividades específicas, diri-
gidas especialmente a la relación institucional y a la colaboración con otros órganos. En este 
sentido, el TEALH siempre ha realizado una actividad de difusión institucional, que se recoge en 
la Memoria anual. Concretamente, desde su constitución, el año 2012, el TEALH ha participado en 
todas las ediciones del Encuentro Nacional de Órganos Económico-Administrativos Municipales. 
Estos encuentros constituyen un espacio de análisis y debate sobre las principales cuestiones 
jurídico-tributarias que inciden en la actividad del Tribunal. La participación del TEALH en estos 
Encuentros de órganos económico-administrativos municipales es coherente con la finalidad 
que tiene el TEALH de formación y mejora continuas en el ejercicio de sus funciones. El año 2024 
se celebraron estas jornadas en la ciudad de Oviedo el 16 y 17 de mayo, con la asistencia del Pre-
sidente del TEALH, el Sr. Rafael de Olañeta de Fernández-Grande y de la Vocal, la Sra. Montserrat 
Casanellas Chuecos.

Además, el TEALH ha continuado manteniendo relación institucional con el resto de órganos 
Económico-Administrativos municipales y, su Presidente ha participado en las jornadas o actos 
siguientes:

-	Impartición del Curso sobre revisión de actos tributarios locales en vía administrativa, orga-
nizado por Tributos de Catalunya - Secretaría de Hacienda del departamento d’Economia 
i Finances de la Generalitat de Catalunya (febrero-marzo y octubre-noviembre de 2024).

-	Participación en las mesas de debate organizadas en Madrid por la Fundación Impuestos y 
Competitividad, los días 6 de febrero, 5 de marzo y 16 de abril, para analizar los problemas 
del Impuesto sobre vehículos de tracción mecánica, el Impuesto sobre bienes inmuebles y 
las valoraciones catastrales, el Impuesto sobre actividades económicas y las tasas.

-	Participación como ponente en la 4a jornada conjunta organizada per la Asociación Espa-
ñola de Asesores Fiscales (AEDAF-Madrid), la Universidad Rey Juan Carlos y la Asociación 
Nacional de Inspectores de Hacienda Pública Local (ANIHPL), en la sede de la Universidad 
Rey Juan Carlos de Madrid, el 13 de junio de 2024, analizando el Impuesto sobre el Incre-
mento de Valor de los terrenos de naturaleza urbana y las últimas Sentencias del Tribunal 
Supremo.

-	Participación en el XXIV Curso de Inspección y actualidad tributaria local celebrado en 
Granada los días 7 y 8 de noviembre de 2024, organizado por la Asociación Nacional de 

4.
 Actividades  
 de difusión institucional 
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Inspectores de Hacienda Pública Local (ANIHPL) y el Ayuntamiento de Granada, en la mesa 
de presentación del libro blanco sobre propuestas de reforma de la tributación local.

-	Participación en la Jornada de Magistrados organizada por la Asociación española de ase-
sores fiscales (AEDAF-Catalunya) el 14 de noviembre de 2024, sobre temas de actualidad 
tributaria.

-	Docencia en los másteres de fiscalidad (tributos locales) organizados por la Universidad de 
Barcelona (UB), la Universidad Oberta de Catalunya (UOC) y la Universidad a Distancia de 
Madrid/Centro de Estudios Financieros de Barcelona (UDIMA/CEF), y en la sesión de 5 de 
junio de 2024 del Máster de Derecho Inmobiliario del Colegio de la Abogacía de Barcelona.
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El apartado 11 del artículo 10 del Reglamento Orgánico del Tribunal Económico-Administrativo de 
L’Hospitalet dispone la obligatoriedad de “presentar, ante el Pleno municipal y dentro del primer 
trimestre del año, la Memoria anual de las actividades del TEALH, donde se expondrá la actividad 
desarrollada y se recogerán las observaciones y sugerencias que considere oportunas para me-
jorar el funcionamiento de los servicios sobre los que proyecta sus competencias”.

De conformidad con este precepto anteriormente citado, a continuación, se recogen las obser-
vaciones siguientes:

1.	 Se observa una tendencia general ascendente en la mejor identificación de los documentos 
electrónicos que integran los expedientes administrativos electrónicos transmitidos al Tri-
bunal a través de la plataforma AUPAC evidenciando un progreso en la calidad y precisión 
de los procesos de gestión documental.

2.	 Igualmente, con alguna mínima excepción, se observa una tendencia en la agilización del 
tiempo medio de llegada al Tribunal de las reclamaciones y de los antecedentes adminis-
trativos, lo que constituye un avance en términos eficiencia en el proceso de resolución de 
las reclamaciones por parte del Tribunal y, dada la competencia puramente revisora del 
TEALH, su posterior ejecución por parte de los órganos que correspondan del Ayuntamiento 
de L’Hospitalet, lo que comporta el efectivo cumplimiento del derecho a la tutela adminis-
trativa efectiva de los administrados y las administradas.

5.
 Observaciones y sugerencias 
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6.
 Datos estadísticos 2024 

6.1. 	Número de reclamaciones económico-administrativas que han tenido en-
trada en el TEALH 

CLASIFICACIÓN ENTRADA REA POR CONCEPTO 2020 2021 2022 2023 2024

IMPUESTO SOBRE BIENES INMUEBLES 3
(5,88%)

4
(17,39%)

4
(5,63%)

2
(10,53%)

7
(77,78%)

IMPUESTO SOBRE ACTIVIDADES ECONÓMICAS 1
(4,35%)

IMPUESTO SOBRE EL INCREMENTO DE VALOR DE  
LOS TERRENOS DE NATURALEZA URBANA

13
(25,49%)

12
(52,17%)

62
(87,32%)

5
(26,31%)

2
(22,22%)

RECAUDACIÓN EJECUTIVA POR MULTAS DE TRÁFICO 29
(56,86%)

6
(26,09%)

3
(4,23%)

10
(52,63%)

RECAUDACIÓN EJECUTIVA (OTROS) 2
(3,92%)

2
(2,82%)

2
(10,53%)

TASA APROVECHAMIENTO ESPECIAL DEL DOMINIO 
PÚBLICO

4
(7,84%)

TOTALES 51 
(100%)

23 
(100%)

71 
(100%)

19 
(100%)

9 
(100%)

CLASIFICACIÓN ENTRADA REA POR PROCEDIMIENTO 
 DE TRAMITACIÓN 2020 2021 2022 2023 2024

ABREVIADO 43
(84,31%)

17
(73,91%)

67
(94,37%)

17
(89,47 %)

7
(77,78%)

ORDINARIO 8
(15,69%)

6
(26,09%)

4
(5,63%)

2
(10,53 %)

2
(22,22%)

TOTALES 51
(100%)

23
(100%)

71
(100%)

19
(100%)

9
(100%)
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ENTRADA REA 
POR CONCEPTO Y AÑO

AÑO TOTAL
2012-242012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023 2024

EJECUCIÓN GARANTIA 1 1

GARANTIA 1 1

I.A.E. 1 1 2

I.B.I. 3 4 3 1 3 3 1 3 4 4 2 7 38

I.C.I.O. 1 1 1 3

I.I.V.T.N.U. 5 3 15 12 10 5 19 33 13 12 62 5 2 196

I.I.V.T.N.U. 
+ SANCIÓN I.I.V.T.N.U. 1 1

I.V.T.M. 1 1

LIQ.TRIBUTO 
METROPOLITANO 1 1

CUOTA URBANIZACIÓN 1 1

RECAUDACIÓN OTROS 1 1 3 5

RECAUDACIÓN  
EJECUTIVA 1 2 2 2 7

RECAUDACIÓN MULTAS 49 49 45 25 19 7 12 8 29 6 3 10 262

RECAUDACIÓN 
TRIBUTOS 1 1

SANCIÓN I.I.V.T.N.U. 3 2 2 7

TASA APROV. 
ESPACIO PÚBLICO 1 2 2 4 4 4 17

TASA LICENCIA 
1ª OCUPACIÓN 1 1

TASA RECOGIDA 
BASURAS 1 1

TASA SUELO, VUELO 
Y SUBSUELO 3 3

TASA TELEFONIA 4 4

TOTAL 64 59 72 39 33 21 41 51 51 23 71 19 9 553
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6.2. Reclamaciones económico-administrativas resueltas por el TEALH

REA RESUELTAS POR CONCEPTO 2024

IMPUESTO SOBRE BIENES INMUEBLES 6
(60%)

IMPUESTO SOBRE EL INCREMENTO DE VALOR DE LOS TERRENOS DE NATURALEZA URBANA 3
(30%)

IMPUESTO SOBRE ACTIVIDADES ECONÓMICAS 1
(10%)

TOTALES 10
(100%)

REA RESUELTAS POR PROCEDIMIENTO 2024

ABREVIADO 4
(40%)

ORDINARIO 6
(60%)

TOTALES 10
(100%)

REA RESUELTAS POR SENTIDO DE LA RESOLUCIÓN 2024

ESTIMADAS PARCIALMENTE 1
(10%)

DESESTIMADAS 5
(50%)

INADMITIDAS POR FALTA DE ACREDITACIÓN DE LA REPRESENTACIÓN 1
(10%)

DECLARACIÓN DE PÉRDIDA SOBREVENIDA DEL OBJETO DEL RECURSO 2
(20%)

ARCHIVADAS 1
(10%)

TOTALES 10
(100%)

* A 31 de diciembre de 2024 quedan pendientes de resolución por el Tribunal Económico-Administrativo de L’Hos-
pitalet ocho reclamaciones económico-administrativas.
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6.3. Recursos contencioso-administrativos

RECURSOS CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVOS PRESENTADOS AÑO 2024 2012-2024

CONTRA RESOLUCIONES DEL TEALH 0 54
(74,97%)

CONTRA DESESTIMACIONES PRESUNTAS POR SILENCIO ADMINISTRATIVO 0 19
(26,03%)

TOTALES 0 73
(100%)

SENTENCIAS EMITIDAS POR LOS TRIBUNALES 
EN LOS RECURSOS CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVOS AÑO 2024 2012-2024

DESESTIMATORIOS (CONFIRMAN RESOLUCIÓN DEL TEALH) 0 26
(35,62%)

ESTIMATORIAS (REVOCAN RESOLUCIÓN DEL TEALH) 0 22
(30,14%)

ESTIMATORIAS PARCIALES (REVOCAN PARCIALMENTE RESOLUCIÓN DEL TEALH) 0 1
(1,37 %)

DESISTIMIENTO 0 6
(8,22%)

SATISFACCIÓN EXTRAPROCESAL 1 7
(9,59%)

PÉRDIDA SOBREVENIDA DEL OBJETO DEL RECURSO 0 9
(12,33%)

TOTALES 1 71
(100%)

* A 31 de desembre de 2024 queda pendiente de resolución judicial un recurso presentado contra una resolución del 
L’Hospitalet.
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